[image: Cover]

Pedro  GONZÁLEZ-TREVIJANO SÁNCHEZ (Presidente)

José María  ASENCIO MELLADO

Julio  BANACLOCHE PALAO

Pilar  BLANCO-MORALES LIMONES

Antonio  CAYÓN GALIARDO

Eugenio  LLAMAS POMBO

Blanca  LOZANO CUTANDA

Francisco  PÉREZ DE LOS COBOS ORIHUEL

Jesús-María  SILVA SÁNCHEZ

Enrique  ARNALDO ALCUBILLA (Secretario)





Director General de LA LEY: Alberto Larrondo Ilundain

Director de Publicaciones: José Ignacio San Román Hernández

Coordinación editorial: 


	
 Gloria Hernández Catalán

	
 César Abella Fernández 

	
 Miriam Barca Soler 



Diseño de cubierta: Raquel Fernández Cestero

1.ª edición: Noviembre 2009

Edita: LA LEY

Edificio La Ley

C/ Collado Mediano, 9

28230 - Las Rozas (Madrid)

Tel.: 902 42 00 10 - Fax: 902 42 00 12

http://www.laley.es

© Wolters Kluwer España, S.A., 2009

Todos los derechos reservados. A los efectos del art. 32 del Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, por el que se aprueba la Ley de Propiedad Intelectual, Wolters Kluwer España, S.A., se opone expresamente a cualquier utilización del contenido de esta publicación sin su expresa autorización, lo cual incluye especialmente cualquier reproducción, modificación, registro, copia, explotación, distribución, comunicación, transmisión, envío, reutilización, publicación, tratamiento o cualquier otra utilización total o parcial en cualquier modo, medio o formato de esta publicación.

Cualquier forma de reproducción, distribución, comunicación pública o transformación de esta obra solo puede ser realizada con la autorización de sus titulares, salvo excepción prevista por la Ley. Diríjase a CEDRO (Centro Español de Derechos Reprográficos, www.cedro.org) si necesita fotocopiar o escanear algún fragmento de esta obra.

El editor y los autores no aceptarán responsabilidades por las posibles consecuencias ocasionadas a las personas naturales o jurídicas que actúen o dejen de actuar como resultado de alguna información contenida en esta publicación.

ISBN: 978-84-8126-297-1

ISBN Digital: 978-84-8126-450-0

Depósito Legal:

Printed in Spain.

Impreso en España por: 


	
 Nueva Imprenta, S.A.

	
 Avda. de la Industria, 50 

	
 28108 Alcobendas (Madrid) 







RELACIÓN DE AUTORES


	
- Francisco Javier CALVO GALLEGO. Profesora Titular de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Universidad de Sevilla. 

	
- Consuelo CHACARTEGUI JÁVEGA. Profesora Titular de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Universidad Pompeu Fabra de Barcelona. 

	
- Emilia CONDE MARÍN. Profesora Titular (i) de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Universidad Rey Juan Carlos de Madrid. 

	
- Jesús CRUZ VILLALÓN. Catedrático de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Universidad de Sevilla. 

	
- Carolina GALA DURÁN. Profesora Titular de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Universidad de Barcelona. 

	
- JuanCarlos GARCÍA QUIÑONES. Profesor Contratado Doctor de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Universidad Complutense de Madrid. 

	
- Juan GORELLI HERNÁNDEZ. Profesor Titular de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Universidad de Sevilla. 

	
- Beatriz GUTIÉRREZ-SOLAR CALVO. Profesora Titular de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Universidad Complutense de Madrid. 

	
- Jesús LAHERA FORTEZA. Profesor Titular de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Universidad Complutense de Madrid. 

	
- Mónica LLANO SÁNCHEZ. Profesora Titular de Escuela de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Universidad Complutense de Madrid. 

	
- Mercedes LÓPEZ BALAGUER. Profesor Titular de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Universidad de Valencia. 

	
- M.ª Luisa MOLERO MARAÑÓN. Profesora Titular de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Universidad Rey Juan Carlos de Madrid. 

	
- Rocío MOLINA GONZÁLEZ-PUMARIEGA. Profesora Titular (i) de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Universidad Rey Juan Carlos de Madrid. 

	
- Miguel RODRÍGUEZ-PIÑERO ROYO. Catedrático de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Universidad de Huelva. 

	
- Gemma SOBRINO GONZÁLEZ. Profesora Ayudante Doctora de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Universidad Complutense de Madrid. 

	
- Alberto VALDÉS ALONSO. Profesor Asociado de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Universidad Complutense de Madrid. 

	
- Fernando VALDÉS DAL-RÉ. Catedrático de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Universidad Rey Juan Carlos de Madrid. 

	
- Berta VALDÉS DE LA VEGA. Catedrática de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Universidad Castilla-La Mancha. 







1. Desde la perspectiva que proporciona el nudo paso del tiempo, la aprobación de la Ley 14/1994, de 1 de junio, que regula las empresas de trabajo temporal se puede calificar como un hito normativo en el avance del ordenamiento laboral español, adecuando las instituciones de nuestro mercado de trabajo a las existentes en la mayoría de los países de la Unión Europea. Su reconocimiento jurídico dio carta de naturaleza en nuestro sistema de relaciones laborales a un nuevo instrumento de suministro de trabajadores que iba a canalizar un importante volumen de empleo, cuya especialización e inmediatez en la respuesta no podía ofrecerse a través de los mecanismos tradicionales. Desde la óptica comentada, puede afirmarse con razonable fundamento que uno de los primeros méritos que supuso la legalización del trabajo temporal fue la ruptura del monopolio público en los sistemas de acceso al empleo en nuestro país.

Pero su aprobación también aportó otras novedades de similar relevancia, señaladamente la que conllevó la ruptura de la prohibición generalizada de la cesión empresarial de trabajadores en nuestro Derecho (art. 43 ET), con la que vino a abrirse un campo de juego en la puesta a disposición del trabajo por cuenta ajena, cuyo alcance en sus orígenes no resultaba fácilmente predecible. Desde este punto de vista, la normalización de este mecanismo de cesión lícita de asalariados iba a provocar en un futuro ciertamente inmediato la penetración en nuestro mercado de trabajo de una forma de trabajo atípica, en la que el traspaso empresarial de trabajadores dejaría de ser una realidad marginal para constituirse en una realidad ordinaria plenamente aceptada en la dinámica del contrato de trabajo, encuadrada dentro del fenómeno de la descentralización del trabajo. 

Desde este ángulo, no puede dejar de reseñarse que la legalización de las ETTs también tuvo, desde un punto de vista científico, una trascendencia decisiva, al dar entrada en el panorama normativo a una novedosa relación triangular configurada por tres relaciones jurídicas que se suceden escalonadamente en el tiempo, pertenecientes a ordenamientos distintos, funcionalmente a lógicas contractuales diferentes y que, sin embargo, de forma concatenada van a configurar la operación por excelencia de cesión lícita de trabajadores. El análisis y estudio de cada una de las relaciones que configuran esta estructura jurídica compleja ha constituido y constituye un reto para todos aquellos profesionales que se dedican al Derecho del Trabajo. 

No obstante y seguramente, su notable importancia no hubiera resultado tan reseñable de no haber llevado aparejada simultáneamente la quiebra de los principios esenciales sobre los que descansa la dogmática del contrato de trabajo. Esta nueva forma de gestión de los recursos humanos coloca entre paréntesis, nada más y nada menos, que la concepción clásica de la noción jurídico-laboral de empresario, asentada en el principio de bilateralidad, introduciendo, a resultas de esta quiebra, una nueva modalidad lícita de ejercicio de los poderes empresariales en el marco del contrato de trabajo. 

2. La experiencia práctica del modelo normativo que implica la aprobación de las ETT ha conducido durante estos más de quince años a la introducción progresiva de toda una serie de variantes a las que, como posición de partida, el ordenamiento ha ido dando respuesta con una encomiable inmediatez. A este respecto, cabe destacar cómo, pese al reducido período de instalación de estas empresas en nuestro país -si se las compara con otras estructuras empresariales-, la labor normativa desarrollada por el legislador social ha sido continua y sistemática. 

En efecto, la Ley 14/1994 constituye el eje central de la disciplina relativa al trabajo temporal, regulando todos los aspectos fundamentales de esta forma de empleo; no obstante, su texto legal ha venido acompañado de toda una serie de profundas y significativas reformas que le han ido transformando sustancialmente desde la ordenación inicial. Desde esta óptica, cabe mencionar, entre otras, a la Ley 29/1999 que modifica prácticamente la mitad del articulado de la original Ley, o la Ley 45/1999 que amplía notablemente su disciplina, incorporando todo un capítulo nuevo relativo a la actividad transnacional de estas empresas. Junto a dicha continua renovación normativa, su puesta en marcha ha conllevado un profuso desarrollo reglamentario que no sólo ha incidido de manera especial en el régimen de constitución y funcionamiento de estas empresas a través del RD 4/1995, sino también en el campo de la prevención de riesgos laborales con la entrada en vigor del RD 216/1999. 

Al margen de la normativa estatal, indudablemente, la consolidación del modelo de trabajo temporal vigente debe su configuración actual a la intervención de los agentes sociales, que han cumplido un papel especialmente relevante en la dirección y reordenación de la actividad del trabajo temporal, constituyéndose en un exponente paradigmático de autogobierno colectivo de un sector productivo. En suma, los sucesivos convenios estatales acordados durante estos más de quince años han servido para la homogeneización y unificación de las directrices esenciales que han de guiar las relaciones laborales en el sector del trabajo temporal, asumiendo una posición esencial en su ordenación normativa. 

Junto a la relevancia de la disciplina convencional propia del sector no se puede dejar de reseñar en esta presentación la peculiaridad que presenta la fuente colectiva en este ámbito. Desde esta perspectiva, la aproximación al estudio de las empresas de trabajo temporal permite comprobar con facilidad que el convenio colectivo propio no resulta autosuficiente para la regulación de las condiciones de trabajo que afectan al personal en misión, resultando necesario para determinar muchos aspectos de su estatuto jurídico remitir al convenio colectivo de la empresa usuaria. De este modo, la aplicación del régimen convencional del personal de las empresas de trabajo temporal resulta especialmente compleja, al tener que coordinar o combinar de forma sistemática la ordenación de convenios colectivos pertenecientes a unidades distintas. 

Con las consideraciones anteriores simplemente se quiere dejar constancia de la evolución y desarrollo de la normativa que ha sufrido durante este lapso de tiempo la ordenación que afecta a las empresas de trabajo temporal, permitiendo no sólo el asentamiento y consolidación de un sector empresarial por entero, sino la creación de todo un complejo régimen jurídico que configura, al día de hoy, prácticamente, un Derecho especial regulador de las empresas de trabajo temporal. En este sentido, se ha de subrayar cómo la peculiaridad de su ordenación normativa ha repercutido en todos y cada uno de los campos que integran el Derecho social del Trabajo. La relación individual de la que son parte e trabajador cedido y la ETT, las relaciones colectivas que se desenvuelven sobre todo en el marco de la empresa usuaria, la protección social y la prevención de riesgos son, todos ellos, ámbitos en los que se ha ido dictando un conjunto de reglas jurídicas de naturaleza especial, al no adaptarse con facilidad el diseño normativo de las ETT al que rige en la legislación ordinaria. O dicho en términos más precisos, el esquema jurídico que configura la triangularidad de la operación de traspaso ha terminado provocando así una ordenación jurídica adornada por el rasgo de la especialidad, ordenación ésta que trasciende a todas las esferas en las que se proyecta. 

Este rasgo diferenciador ha generado continuos problemas interpretativos a lo largo del tiempo, cuando se ha producido la aplicación de la normativa, cumpliendo los tribunales de lo social también una función esencial en la interpretación de la normativa reguladora de las ETT en aspectos cruciales de su disciplina. En términos generales, se puede afirmar cómo la construcción jurisprudencial ha dado respuesta a la mayoría de las incertidumbres que se han ido originando en el tiempo de su aplicación. Por no razonar en el vacío, la determinación de la obligación retributiva de los trabajadores cedidos o la delimitación de las fronteras del trabajo temporal con la cesión ilegal del artículo 43 ET son dos de las principales controversias a las que los tribunales se han tenido que enfrentar de forma sistemática, habiéndose producido respuestas judiciales sustancialmente dispares. En virtud del tiempo transcurrido, la jurisprudencia de la Sala Cuarta del TS ha podido cumplir su función más relevante de unificación en la interpretación de la normativa ante las profundas disparidades interpretativas que han coexistido entre los Tribunales Autonómicos, contribuyendo en este terreno a un modelo de trabajo temporal más digno para los asalariados cedidos. 

En este sentido, cabe destacar cómo la solución judicial que habría de adoptarse ante esta serie de interrogantes no sólo habría de condicionar la función social y económica del modelo de gestión de trabajo temporal que iba a imperar en España; al margen de ello, terminaría afectando a la propia consistencia del trabajo de duración determinada que gestionan estas empresas y, en última instancia, a la propia consideración de los trabajadores cedidos. 

Queda con ello puesto al descubierto cómo el lapso de tiempo transcurrido, desde su reconocimiento jurídico en el año 1994, ha permitido, con la activa colaboración de todos los operadores que inciden en el sector del trabajo temporal, que éste haya dejado de ser un sector en estado de gestación para haber podido alcanzar la madurez suficiente que le ha consentido encontrar su lugar en el mercado de trabajo. De ahí la especial conveniencia de la publicación de la obra que ahora se presenta, que pretende abordar el estudio de las empresas de trabajo temporal desde la perspectiva que ofrece el momento actual de su evolución, incluyendo el manejo de todo su complejo arsenal normativo, con el propósito de despejar no sólo el conjunto de interrogantes que conlleva la aplicación de su ordenación, sino de aproximarse a los nuevos retos que se adivinan en su futuro inmediato, una vez que estos operadores se encuentran plenamente aceptados en nuestro mercado de trabajo. 

La oportunidad de este estudio, precisamente, se ha visto reforzada con la aprobación de la Directiva 2008/104/CE, de 19 de noviembre, que, finalmente, y tras un azaroso proceso de elaboración, ha visto la luz, sentando dos principios fundamentales para el futuro del modelo normativo de las empresas de trabajo temporal en la Unión Europea. En este sentido, la ordenación española vigente debe pasar el tamiz de su adecuación a dos directrices esenciales que imperan en la norma comunitaria: el principio de igualdad de trato entre trabajadores en misión y los contratados directamente por la empresa usuaria y el de eliminación de las prohibiciones o restricciones al uso de las empresas de trabajo temporal. Desde esta visión, una de las cualidades que distinguen a esta obra es el examen pormenorizado en cada uno de los capítulos en que se divide, de la adecuación de la legislación española a la ordenación comunitaria en cada caso, siendo verdaderamente novedoso en este enfoque, y útil para futuras revisiones de la legislación nacional. 

3. La elaboración de esta obra ha brindado a todos aquellos autores que han participado una oportunidad única para reencontrarse con esta institución laboral que, con el transcurso de los años, se ha renovado intensamente, pudiendo ofrecer un estudio mucho más profundo, realista y exhaustivo que el que distingue a los trabajos iniciales de cualquier innovación legal. De este modo, es preciso hacer constar en esta presentación cómo el criterio prioritario de elección de los autores que participan en esta obra ha sido el de escoger a aquellos especialistas de la doctrina laboral que de forma previa habían abordado en alguna de sus dimensiones el régimen jurídico de las empresas de trabajo temporal, de tal modo que su aproximación a la materia contara ya con un bagaje anterior que les permitiera apreciar su desarrollo y evolución jurídica. 

Junto a dicha especialización, la segunda de las novedades que queremos reseñar es el carácter integral que tiene esta obra. Un somero repaso de su índice permite alcanzar la conclusión de que este libro aborda todos y cada uno de los aspectos a los que afecta la ordenación normativa de las empresas de trabajo temporal; cualidad excepcional entre la bibliografía existente que en términos generales se integra por estudios parciales del trabajo temporal. Desde esta perspectiva, el libro que ahora se presenta cuenta entre sus mayores logros en constituirse en un estudio completo de todos los componentes que atañen a esta forma de empleo atípica. 

En particular, cada capítulo aborda el análisis pormenorizado de todas las fuentes jurídicas reguladoras de la institución, teniendo especialmente en cuenta la rica interpretación adoptada al respecto por los tribunales de la jurisdicción social. En este sentido, el enfoque que se ha querido dar al tratamiento de esta institución jurídica pretende no sólo ofrecer una rigurosa visión conceptual de la institución, sino que también pretende incorporar una perspectiva esencialmente práctica, que sirva para la resolución de todos aquellos problemas que suscita la aplicación del complejo régimen jurídico de las empresas de trabajo temporal. 

El resultado de todo este conjunto de directrices es una obra exhaustiva, profunda y de madurez, que atiende a todos y cada uno de los ámbitos en los que ha repercutido la regulación de las empresas de trabajo temporal. Dicho logro se debe a la participación de acreditados especialistas que han logrado efectuar un análisis preciso, minucioso y de calidad en cada capítulo, constituyéndose de seguro en una obra de referencia no sólo en el ámbito universitario sino en todos los espacios en los que intervienen las empresas de trabajo temporal. De este modo, el libro que ahora se presenta, indudablemente, puede ser de enorme utilidad tanto para los diversos colectivos profesionales del Derecho (profesores universitarios, jueces y magistrados, abogados y graduados sociales) como para los agentes sociales que intervienen en la negociación colectiva. Y también cumplirá esa misma función para los sujetos directamente implicados: los trabajadores contratados por una ETT, para ser cedidos por la ETT, así como para las empresas que conciertan el contrato de puesta a disposición. 

Por todo ello, los responsables de la dirección de esta monografía queremos dejar constancia pública del esfuerzo mostrado por cada uno de los autores en la elaboración de sus respectivos capítulos, cuyo trabajo ha conducido a la muy notable calidad de su resultado final. Y queremos asimismo agradecer la edición de esta obra a la Editorial LA LEY, sin cuyo apoyo y dedicación no hubiera sido posible la edición de esta obra.

Tres Cantos-Majadahonda, septiembre 2009
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1.  DEFINICIÓN LEGAL DE EMPRESA DE TRABAJO TEMPORAL

El art. 1 de la Ley 14/1994, de 1 de junio, por la que se regulan las empresas de trabajo temporal en España dedica su art. 1 a lo que denomina el «Concepto» de este tipo de empresas. Para ello nos las define de la siguiente manera: «Se denomina empresa de trabajo temporal aquella cuya actividad consiste en poner a disposición de otra empresa usuaria, con carácter temporal, trabajadores por ella contratados. La contratación de trabajadores para cederlos temporalmente a otra empresa sólo podrá efectuarse a través de empresas de trabajo temporal debidamente autorizadas en los términos previstos en esta Ley». Por su parte, la Directiva 2008/104/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de noviembre de 2008, relativa al trabajo a través de empresas de trabajo temporal, define a la empresa de trabajo temporal como «toda persona física o jurídica que celebre contratos de empleo o establezca relaciones de empleo con trabajadores, con arreglo al Derecho nacional, con vistas a destinarlos a empresas usuarias para que trabajen en ellas temporalmente bajo la dirección y control de éstas». Tenemos, de esta manera, dos definiciones bastante similares en su contenido, que nos servirán de base para elaborar el concepto de estas empresas al que se dedica este capítulo.

En nuestro mercado de trabajo y en nuestras relaciones laborales las empresas de trabajo temporal (ETT) constituyen un sujeto típico, desde dos puntos de vista: en primer lugar, por su presencia generalizada en éste, siendo utilizadas de manera corriente en todos los sectores y actividades. Desde este punto de vista se sitúan junto a los otros actores típicos de este mercado, como los servicios públicos de empleo o las agencias privadas de colocación. Pero son también típicas por su adaptación a un prototipo común, fijado en la normativa que las regula. Desde esta perspectiva, las ETT siguen un modelo común, el querido por el legislador laboral; y éste ha definido el tipo de trabajo temporal que existe en España, más que las particularidades del mercado de trabajo español o las estrategias de uso de sus clientes. 

Dado que este trabajo se inserta en un comentario legislativo, parece adecuado ceñirnos a la definición que aparece en la norma que se comenta; en concreto, en la del art. 1 de la Ley 14/1994, que nos proporciona algunos datos sobre estos sujetos que servirán para iniciar una primera aproximación a su concepto:

En primer lugar, se trata de empresas, extremo éste que aparece en su propia denominación; aunque se trata de un concepto que aparece en un sentido no jurídico sino económico, entendiendo por tales a organizaciones que desarrollan su actividad de forma organizada y profesional, y con ánimo de lucro. Es cierto que nada en la Ley 14/1994 obliga a estas empresas a operar con este ánimo, siendo teóricamente posible que Administraciones Públicas y ONG las creen con carácter instrumental para sus actividades de servicio público. Sin embargo, el conjunto de la regulación que de ellas se ocupa, y el mismo legislador laboral que las introdujo en nuestro mercado de trabajo en 1993, estaban pensando en organizaciones lucrativas, operando en un mercado competitivo. La existencia de un mercado de trabajo temporal, con competencia entre ETT ofreciendo sus servicios a las potenciales usuarias, es la consecuencia de este modelo empresarial querido por el legislador.

En el Real Decreto 4/1995, que desarrolla la Ley 14/1994, sí se exige hacer constar algunos datos que corroboran el carácter empresarial de estos sujetos, a la hora de solicitar la autorización administrativa para poder operar como tal: así, debe constar el número de identificación fiscal y código de cuenta de cotización a la Seguridad Social, y debe acompañarse certificación acreditativa de la inscripción del empresario individual o de las personas jurídicas, cualquiera que sea la forma que éstas revistan, en el Registro Mercantil o en el correspondiente Registro de Cooperativas. Cuando la solicitud se formule por personas jurídicas, se deberá aportar además copia auténtica de la escritura pública de constitución y, en su caso, estatutos de la sociedad. Tanto en la Ley como en el Real Decreto se exige para poder ser autorizada como ETT disponer de una «estructura organizativa» suficiente; y para comprobar que se cumple este requisito se valorarán la adecuación y suficiencia de los elementos de la empresa para desarrollar la actividad planteada como objeto de la misma. Pues bien, para esta valoración, según señala el art. 2.1 de la Ley, se tendrán en cuenta factores tales como la dimensión, equipamiento y régimen de titularidad de los centros de trabajo; el número, dedicación, cualificación profesional y estabilidad en el empleo de los trabajadores contratados para prestar servicios bajo la dirección de la empresa de trabajo temporal, y el sistema organizativo y los procesos tecnológicos utilizados para la selección y formación de los trabajadores contratados para su puesta a disposición en empresas usuarias. 

La lógica es claramente empresarial, como se ve. Todo lo contrario de lo que se hace en nuestro Derecho con las agencias privadas de colocación, a las que se concibe como sujetos no empresariales al cerrárseles por Ley la posibilidad de obtener lucro con su actividad. Algún Tribunal español ha llegado a exigir expresamente este carácter, afirmando en este sentido la sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de Málaga de 14 de febrero de 1997 que «las empresas de trabajo temporal pueden y deben tener un fin lucrativo a diferencia de lo que ocurre con las agencias privadas de colocación» (1) . 

En la Directiva 2008/104/CE, sin embargo, parece partirse de una visión diferente, rechazándose expresamente que el carácter empresarial sea un elemento constitutivo del concepto de ETT; y ello a pesar de utilizarse la misma expresión de «empresa». Así, en su art. 1.2 se afirma que ésta «se aplicará a las empresas públicas y privadas que son empresas de trabajo temporal o empresas usuarias y ejercen una actividad económica, independientemente de si tienen o no fines lucrativos». Es lo mismo, en realidad, que ocurre en el Derecho español, en el que la misma regulación se aplicaría a las ETT no lucrativas, de generalizarse éstas. El que se haga constar expresamente esta posibilidad en la norma europea se explica no por una diferente visión de esta actividad, sino por coherencia con el concepto de empresa desarrollado por el Tribunal de Justicia en la aplicación del Derecho comunitario de la economía, que es uno muy amplio para abarcar todo tipo de actividades y posibilidades de organización.

En segundo lugar, las ETT son empleadoras de trabajadores. Así se señala al definir su actividad, que consiste en poner a disposición «trabajadores por ella contratados»; unas empleadoras atípicas, sin duda, pero cuyo carácter de tales condiciona directamente su régimen jurídico. De esta manera, su estructura organizativa será adecuada si le permite cumplir las obligaciones que asume como empleador en relación con el objeto social. Y el conjunto de su regulación parte de la atribución de la condición de empleadora, que respecto del personal en misión es bastante dudosa teniendo en cuenta las reglas generales del Derecho del Trabajo, que considera empleador a las personas «que reciban la prestación de servicios de las personas referidas en el apartado anterior», según reza el art. 1.2 del Estatuto de los Trabajadores. Tanto es así que en paralelo a la legalización de las ETT en España se reformó este precepto, para añadir que también serán empleadoras las que los reciban «de las personas contratadas para ser cedidas a empresas usuarias por empresas de trabajo temporal legalmente constituidas». Con esta pésima redacción (que parece decir lo contrario de lo que pretende), se está diciendo que la ETT es la que «recibe» los servicios de sus empleados, incluso de los puestos a disposición de empresas usuarias. Lo que quiere decir también que «recibir los servicios de un trabajador» debe interpretarse en un sentido económico, como beneficiarse de su prestación; y no físico o material. En la ya citada sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de Málaga de 14 de febrero de 1997 se dice que «es de interés destacar, asimismo, que el único contrato de trabajo que suscribe el trabajador cedido lo celebra con la empresa de trabajo temporal, por más que alguno de los efectos del mismo se manifiesten en la empresa cesionaria». 

En tercer lugar, las ETT tienen un objeto social predeterminado, el de poner trabajadores a disposición temporal de empresas usuarias. Esta actividad aparece íntimamente relacionada con los sujetos que lo prestan: en su denominación, porque a la puesta a disposición de trabajadores se le llama también «trabajo temporal»; en su regulación, pues se le impone que sea ésta su actividad exclusiva, y toda ésta aparece orientada a la prestación de tales servicios. La vinculación es bidireccional: sólo podrán prestar servicios de trabajo temporal, pero además serán las únicas que podrán hacerlo legítimamente, como veremos.

En cuarto lugar, las ETT sólo pueden utilizarse para cubrir necesidades temporales de empresas usuarias, para cubrir provisionalmente puestos de trabajo en éstas. Tanto la definición española como la europea recalcan este carácter, que no es un elemento accidental sino un verdadero dato identificador de estos sujetos. Para esto surgieron, y para esto se les permite actuar en el mercado de trabajo. Hoy existe en Europa una tendencia a ampliar su campo de aplicación, permitiéndose en algunos casos la puesta a disposición de trabajadores con carácter indefinido. Pero cuando esto ocurre se les considera una figura diferente, con otra denominación y regulación. No son ETT prestando servicios de manera permanente, un supuesto más de utilización de éstas, sino otra cosa, lo que confirma el carácter estructural de la temporalidad de las misiones. El caso más famoso, el del «staff-leasing» introducido en el Derecho italiano por la reforma Biagi de 2003, tuvo una vida corta, puesto que fue eliminado por una reforma posterior operada durante el Gobierno Prodi en 2007.

En quinto lugar, las ETT son sujetos que requieren una autorización para poder prestar sus servicios. Así lo indica el art. 1 de su ley reguladora, y también el art. 43.1 del Estatuto de los Trabajadores. Aunque no aparezca expresado en la definición legal, se trata de un elemento esencial de estas empresas, de tal modo que sin esta autorización no podrán ser consideradas como tales, ni la actividad que prestan como trabajo temporal. Es la autorización la que permite acceder al mercado de trabajo temporal, e identificarse como prestador de estos servicios. Es, también, la que determina que una misma actividad sea considerada trabajo temporal legal o cesión ilegal de trabajadores. La técnica de la autorización administrativa es el instrumento más común de control de los operadores privados y públicos en el mercado de trabajo. El convenio 181 de la OIT, aplicable entre otros sujetos a estas empresas, exige a los Estados miembros que requieran a todas las agencias privadas de empleo una autorización administrativa. La Directiva 2008/204/CE no lo hace, ya que existen en la Unión Europea Estados miembros que no la exigen. En cualquier caso, debe considerarse un aspecto fundamental y definitorio de estas empresas, cumpliendo una pluralidad de funciones respecto del funcionamiento del mercado del trabajo temporal. Entre estas funciones:


	
- distingue los supuestos lícitos e ilícitos de prestamismo laboral; 

	
- controla el cumplimiento de los requisitos legales para poder constituirse como ETT, al tener que acreditarse éstos cuando se solicita; 

	
- hace posible establecer un período de prueba durante los primeros años de funcionamiento de la ETT, al necesitar de prórroga durante un cierto tiempo; 

	
- identifica a una empresa como ETT, y también la identifica entre todas éstas; 

	
- permite sancionar a las ETT que incumplen gravemente sus obligaciones legales. 



Finalmente, el art. 1 de su ley reguladora señala que la actividad de las ETT se realiza «en los términos previstos en la ley», indicando un rasgo típico de estas empresas, su sumisión a una regulación estatal específica, completa y detallada, a la que quedan sujetos todos los aspectos de su constitución y funcionamiento. En casi toda Europa existe una norma típica, con rango de ley formal, que se ocupa monográficamente de estas empresas, con la pretensión de ofrecer una regulación omnicomprensiva del sujeto y de su actividad. En España esta Ley es la 14/1994, que en este libro se comenta. Citando de nuevo la sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de Málaga de 14 de febrero de 1997, «la regulación de las empresas de trabajo temporal (...) es objeto de un pormenorizado control legal, en el que destaca la necesaria autorización administrativa previa, la prestación de una garantía adecuada en orden al aseguramiento de las responsabilidades salariales y de seguridad social, la duración temporal, en principio, de tales empresas, la responsabilidad compartida, subsidiaria o solidaria en su caso, entre las de trabajo temporal y la empresa cesionaria, etc.». Es oportuno recalcar que los Tribunales parten de que esta normativa supone una legislación especial en sentido técnico, con las consecuencias que ello trae consigo: aplicación preferente respecto de la general laboral y mercantil, pero también interpretación restrictiva y aplicación estricta de sus disposiciones.

2.  CARACTERÍSTICAS DE LAS EMPRESAS DE TRABAJO TEMPORAL

Junto a estas notas deducidas de su misma definición legal, del resto de su regulación y de la realidad de su mercado podemos deducir otras adicionales, que contribuyen a delimitar mejor su concepto.

Las ETT, hay que recordarlo, son empleadoras atípicas. Respecto del personal en misión, la ETT lo contrata, pero no para utilizar directamente sus servicios, ni para dirigir y controlar su actividad, como de los empleadores se espera. Esto ha hecho dudar de la validez de la calificación legal como empleadora, que sostiene el Derecho vigente, como se ha visto. Lo cierto es que para que ésta tenga sentido debemos entenderla como una excepción a las reglas generales del ordenamiento laboral en este punto, o incluso como una ficción legal, que entiende que la ETT es lo que realmente no es. Seguramente podría explicarse de otra manera, como apunté antes, a partir de una revisión de la idea de «recibir» y «utilizar» los servicios.

En cualquier caso, existe un consenso en calificar de «triangular» o «trilateral» a las prestaciones de trabajo de los trabajadores en misión. Esta figura geométrica representa bastante bien la peculiaridad de sus servicios y la existencia de tres vértices y lados en el suministro de trabajadores a empresas usuarias. En efecto, en el trabajo temporal encontramos tres sujetos: el trabajador en misión, la ETT y la empresa usuaria de los servicios de ésta. Entre cada uno de los tres se establecen relaciones jurídicas de distinta naturaleza y contenidos, todas ellas íntimamente unidas y todas imprescindibles para que el trabajo temporal se complete:


	
- entre el trabajador en misión y la ETT existe un contrato de trabajo, fijo o temporal, sometido a un régimen especial y con numerosas particularidades, en cuanto gran parte de los poderes empresariales van a ser ejercitados por la empresa usuaria, y no por la ETT; en cualquier caso, es este contrato el que determina que se considere empleador a la ETT, la única empresa que aparece como parte en él; 

	
- entre la ETT y la empresa usuaria existe un contrato de puesta a disposición, un contrato nominado de naturaleza mercantil cuya regulación se encuentra en la propia Ley 14/1994, siéndole de aplicación supletoria la legislación civil y mercantil por mandato de la Disposición Adicional Primera de la misma; 

	
- entre el trabajador en misión y la empresa usuaria existe una relación particular, que ha sido calificada con razón como «desconcertante», que no es una relación laboral de hecho, porque está prevista y regulada en la ley y porque no se deriva de un contrato de trabajo encubierto, ya que existe uno expreso entre empleado y ETT. No es una relación laboral tal como la entendemos tradicionalmente -la derivada de un contrato de trabajo- pero la relación existe, y es de naturaleza laboral, sometida a una norma laboral -la Ley 14- y aplicándosele de manera supletoria la legislación del trabajo -según su Disposición Adicional Primera-. Esta relación, como las dos anteriores, será estudiada en detalle en otro lugar de esta monografía. 



Además, las ETT emplean una plantilla cuyos miembros aparecen divididos en dos grandes grupos: los contratados para ser puestos a disposición, y los contratados para prestar sus servicios directamente a la propia ETT. La Ley no los denomina de una manera particular y habla de «trabajadores contratados para prestar servicios bajo la dirección de la empresa de trabajo temporal» y de «trabajadores puestos a disposición». La negociación colectiva sectorial sí nos proporciona una denominación precisa para cada uno de estos colectivos, hablando de «personal estructural» y de «personal en misión».

El trabajo prestado a través de una ETT constituye una forma de empleo atípico en sentido técnico, de acuerdo con la clasificación que distingue entre trabajos típicos y atípicos. Según esta clasificación, cada vez más normativa y menos descriptiva, existe un modelo de contrato de trabajo que es el común y general, el más frecuente en el mercado y el que debe ser la regla desde el punto de vista del Derecho. Éste sería el contrato típico, que en nuestro Derecho sería el de duración determinada, a jornada completa y en el centro de trabajo de la empresa empleadora. Todos aquellos supuestos en los que falta alguna de estas características serían formas de trabajo atípico, categoría residual que incluiría al trabajo de duración determinada, a tiempo parcial, discontinuo, a llamada, teletrabajo y, entre otros, a través de una ETT. Sólo que el trabajo en misión sería un trabajo doblemente atípico desde esta perspectiva, ya que se separa del prototipo normativo en al menos dos aspectos: su duración temporal y la trilateralidad de la relación de trabajo que produce. Esta calificación es aceptada comúnmente, y la propia Comisión Europea, promotora de esta clasificación en los años noventa del siglo XX, ha integrado siempre al trabajo en misión en sus iniciativas para armonizar estas formas de empleo.

Lo atípico de la relación de servicios de los trabajadores empleados por estas empresas ha hecho que muchos autores consideren que el personal en misión constituye una relación laboral especial en sentido técnico, de las previstas en el art. 2 del Estatuto de los Trabajadores. Tienen la especialidad, desde luego, y tienen también una regulación propia y específica, pero les falta el reconocimiento legal, la calificación como tal en norma con rango de ley, algo que exige el Estatuto para la creación de nuevas de estas relaciones especiales. De ahí que se considere a este colectivo como una nueva manifestación de esa categoría, de creación doctrinal, de las «relaciones laborales especiales innominadas», que formarían aquellos colectivos de trabajadores con peculiaridades sustanciales en algún aspecto de su prestación de servicios y con una regulación estatal propia, que sin embargo no han sido reconocidas como tales por el legislador laboral. Categoría ésta que pudo tener sentido cuando éste demostraba una gran resistencia a ampliar el catálogo del art. 2 del Estatuto, pero no ahora cuando se han creado en poco tiempo varias relaciones laborales especiales más. Siendo reguladas por ley, el hecho de que el legislador no hiciera constar esta calificación nos indica que no era su voluntad que se considerara a su personal como una relación de este tipo.

Las ETT son también empresas prestadoras de servicios, pues la actividad de puesta a disposición de trabajadores es un servicio en sentido técnico-jurídico, no sólo económico. Legalmente se les adscribe al sector servicios de la economía, y así aparecen en la Clasificación Nacional de Actividades Económicas (CNAE), y en la estadística y contabilidad nacionales. Pero es que además la actividad que prestan las ETT ha sido calificada por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas como «servicio» a efectos del Tratado de Roma; por primera vez, en la sentencia John Webb, de 17 de diciembre de 1981, asunto 279/1980. La consecuencia más directa es que las ETT devienen titulares de la libre prestación de servicios, pudiendo éstas ofrecer sus servicios en el conjunto del mercado interior, en el que habrá también un mercado de trabajo temporal transnacional. Pero el mismo Tribunal de Justicia ha declarado que su actividad es un servicio de naturaleza especial, con una serie de particularidades que justifican un tratamiento especial por el Derecho comunitario. La idea es que la puesta a disposición de trabajadores constituye un campo particularmente sensible desde un punto de vista profesional y social, que afecta tanto a las relaciones en el mercado de trabajo como a los intereses legítimos de los trabajadores afectados. El Tribunal ha derivado importantes consecuencias de esta atipicidad: 


	
- el establecimiento de un régimen de autorización para las operaciones de estas empresas en las normativas nacionales constituye una opción legítima para los Estados miembros, que la ejercitan por motivos de interés general; 

	
- los Estados pueden exigir a las ETT de otros Estados miembros su autorización, siempre que se haga de forma no discriminatoria y respetando el principio de reconocimiento mutuo; 

	
- el suministro transnacional de trabajadores por una ETT se ve sometido a las reglas de la libertad de circulación de trabajadores, no a las de la libre prestación de servicios (sentencia de 27 de marzo de 1990, asunto C-113/1989, Rush portuguesa). 



El Derecho derivado ha sido coherente con esta calificación judicial; así, la Directiva 1996/71/CE, de 16 de diciembre, sobre desplazamientos temporales de trabajadores efectuados en el marco de una prestación de servicios transnacional, incluye a las ETT en su ámbito de aplicación, siendo uno de los tres supuestos de hecho contemplados por esta norma el de la «empresa de trabajo interino o en su calidad de empresa de suministro de mano de obra», que desplaza «a un trabajador a una empresa usuaria que esté establecida o ejerza su actividad en el territorio de un Estado miembro, siempre que exista una relación laboral entre la empresa de trabajo interino o la empresa de suministro de mano de obra y el trabajador durante el período de desplazamiento». Es ésta una directiva que establece el régimen jurídico de un tipo particular de prestación de servicios, los que suponen desplazamientos transfronterizos de trabajadores. La Directiva general sobre prestación transnacional de servicios también parte de esta calificación para la actividad de las ETT. Se trata de la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior, mejor conocida como «Directiva Bolkestein». Pues bien, la versión definitivamente aprobada de esta norma comunitaria, que cambió sustancialmente lo establecido en sus primeros borradores como consecuencia de las críticas generalizadas recibidas, excluye de su ámbito de aplicación a las ETT en su art. 2.2.e); exclusión expresa que confirma tanto su condición de servicios -si no lo fuera, no se las excluiría- como su particularidad.

A nivel interno se respeta esta calificación. La Ley 14/1994 contiene un Capítulo VI, dedicado a la «actividad transnacional de las empresas de trabajo temporal», introducido en ésta por mandato de la Ley 45/1999, de 29 de noviembre, que implementó en España la Directiva 96/1971, sobre desplazamientos temporales de trabajadores en el marco de una prestación de servicios transnacional. El Proyecto de Ley sobre el libre acceso y ejercicio de las actividades de servicios, para la transposición de la Directiva de Servicios, recientemente aprobado por el Consejo de Ministros (marzo de 2009), se aplica «a los servicios que se realizan a cambio de una contraprestación económica y que son ofrecidos o prestados en territorio español por prestadores establecidos en España o en cualquier otro Estado miembro»; pues bien, según su art. 2.2.d) quedan exceptuados «los servicios de las empresas de trabajo temporal». Servicios son, pero con un régimen especial.

Las ETT tienen una actividad típica, que es la de suministrar trabajadores a otras empresas. La única actividad que pueden legalmente desarrollar. Y son las únicas que pueden desarrollarla. Desde este punto de vista constituyen un verdadero sector de actividad. La CNAE ha reconocido este hecho, y ha creado un código de actividad propio para las ETT en su versión de 2009, en la que encontramos un código 7820 «Actividades de las empresas de trabajo temporal». Pero a pesar de esto lo cierto es que sus trabajadores operan en una pluralidad de sectores, en todos los que se sitúan quienes usan sus servicios. A salvo de las excepciones señaladas en la Ley 14/1994 y en el Real Decreto 216/1999, cualquier empresa puede contratar sus servicios, por lo que sus empleados pueden ser enviados en misión para cualquier sector o actividad. Son empresas multisectoriales o pluridimensionales, desde este punto de vista, lo que tiene un importante efecto: las ETT van a estar entrando en el campo de aplicación de normas sectoriales que se aplicarán a sus trabajadores cuando se encuentren temporalmente en empresas usuarias incluidas en éste. Así ocurre con normativas específicas en materia de prevención de riesgos laborales o de protección social. Pero también con los convenios colectivos de las empresas usuarias, que aunque en rigor no se aplican a los trabajadores en misión si van a afectar directamente a su actividad. Primero porque son estos convenios los que fijan los salarios respecto de los que se aplicará el principio de equiparación salarial; segundo porque éstos contienen las condiciones laborales y ventajas sociales de las que se beneficiarán los trabajadores en misión; y tercero, porque es frecuente que los convenios sectoriales y de otros niveles de las empresas usuarias contengan disposiciones relativas al uso de los servicios de las ETT, generalmente bastante restrictivas, que en el estado actual de la jurisprudencia laboral les son de completa aplicación. Respecto de la normativa de prevención de riesgos laborales, la legislación específica de las ETT prevé distintos mecanismos para asegurar su aplicación a los trabajadores en misión, garantizando una igualdad completa en cuanto a los niveles de salud y seguridad de los que disfrutan. Y en lo que a la Seguridad Social se refiere, la doctrina judicial ha decidido la inclusión de los trabajadores en misión en el sistema o régimen especial correspondiente en función de los servicios prestados, y no el que le corresponde a su empleadora, la ETT. Véase, en este sentido, la interesante sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana de 9 de enero de 2002 (2) , en la que se afirma que aunque «es evidente que Activa Selección Valencia ETT no puede dedicarse directamente a actividades de manipulación o envasado de productos hortofrutícolas, como tampoco (ni ella ni cualquier otra ETT) a actividades de construcción o del sector textil, puesto que una empresa de trabajo temporal a lo único a lo que puede dedicarse es a poner a disposición de otra empresa, llamada usuaria, trabajadores por ella contratados (...) no podemos pasar por alto que la citada mercantil emplea a trabajadores para que ellos sí se dediquen a tales actividades, y se dediquen a ellas en centros de trabajo propiedad de otras empresas (usuarias), que directamente también se dedican a las mismas. No podemos desconocer que el Tribunal Supremo tiene establecido que habrá que estar al concepto económico de la actividad que el trabajador desarrolla en relación con la que es propia de la empresa a la que revierta su trabajo, y por otra parte debe tenerse en cuenta el principio de unidad de empresa (...) (por tanto) está claro que tales trabajadores deberán estar incluidos dentro del Sistema Especial del Régimen General y que la ETT recurrente tiene derecho a la apertura de una cuenta de cotización en el citado Sistema Especial tal y como solicitó».

El resultado es que las ETT son unos sujetos enormemente complejos desde el punto de vista de la gestión de los recursos humanos, siendo el centro de imputación de una pluralidad de normas.

Como se dijo al principio, las ETT son unos operadores del mercado de trabajo. Actúan en este ofreciendo empleo a demandantes y trabajadores a las empresas que los requieren, desarrollando su actividad entre oferta y demanda. Esta calificación no es sólo económica, sino también jurídica. Así, el Convenio núm. 181 de la OIT de 1997 las considera como «agencias privadas de empleo», lo que determina la aplicación de su regulación. En su art. 1 se dice que a estos efectos «la expresión agencia de empleo privada designa a toda persona física o jurídica, independiente de las autoridades públicas, que presta uno o más de los servicios siguientes en relación con el mercado de trabajo: (...) b) servicios consistentes en emplear trabajadores con el fin de ponerlos a disposición de una tercera persona, física o jurídica (en adelante "empresa usuaria"), que determine sus tareas y supervise su ejecución». Con esta calificación el convenio supera una vieja polémica, de más de treinta años, sobre si las ETT debían considerarse como «agencias privadas de colocación», y someterse a la restrictiva regulación que se establecía a nivel internacional para estos sujetos. Hoy se confirma que no lo son, pero que sí forman parte, con éstas, de una categoría más amplia, la de «agencias de empleo privadas», caracterizadas por desarrollar sus servicios en el mercado de trabajo. Un mismo planteamiento es utilizado por la International Estándar Classification of All Economic Activities, que forma parte del inventario de clasificaciones de Naciones Unidas, que en su revisión 3.1 contiene un código 7491 correspondiente a la actividad de «Obtención y dotación de personal» que comprende tanto las actividades de «búsqueda, selección, recomendación y colocación de personal para empleo en distintos sectores» como de «búsqueda y colocación de personal ejecutivo (cazatalentos)» y de «subcontratación de mano de obra: suministro a terceros, por lo general temporalmente, de personal ya contratado y remunerado por la agencia». Para esta clasificación la intermediación y el trabajo laboral son dos manifestaciones de una misma actividad, vinculada al suministro de trabajadores a las empresas.

Aun así, no debe quedar duda alguna de que el trabajo temporal se diferencia sustancialmente de la otra actividad típica del mercado de trabajo: la intermediación o colocación. Esta actividad, anterior en el tiempo a las ETT y hoy prestada por sujetos públicos y privados, es definida en el Convenio 181 de la OIT como los «servicios destinados a vincular ofertas y demandas de empleo, sin que la agencia de empleo privada pase a ser parte en las relaciones laborales que pudieran derivarse». Lo característico de la intermediación es que el prestador pone en contracto demandantes de empleo y empresas con vistas a que celebren un contrato de trabajo entre ellos, pero permaneciendo ajeno a este contrato, que será bilateral y ordinario. Su papel se limita a las fases previas del contrato, desapareciendo cuando éste se celebra. Acuden a las agencias o servicios públicos que la prestan las empresas que necesitan y quieren contratar trabajadores. Mientras que a la ETT se recurre para cubrir una necesidad de mano de obra sin tener que contratar a un trabajador directamente.

Finalmente, en nuestro sistema de relaciones laborales las ETT configuran una unidad de negociación colectiva. El mapa actual de la negociación colectiva, configurado tras algunas vacilaciones iniciales, se caracteriza por la existencia de unos pocos convenios colectivos de empresa, uno sectorial autonómico -el de Cataluña- y otro estatal para todo el sector. Los interlocutores sociales de éste han diseñado en el V Convenio Estatal un modelo de estructura negocial que se pretende «racional, integrada y homogénea», y que «queda integrada por unidades de negociación de ámbito estatal y de Comunidad Autónoma» (art. 1.1 del Convenio). Las ETT van a estar cubiertas así por convenios propios, negociados por sus representantes y los de sus trabajadores; sin que se integren en otras unidades de negociación más amplias o generales (como la de oficinas y despachos, como ocurrió cuando empezaron a operar en España).

Para terminar con esta primera aproximación no está de más alguna indicación de carácter terminológico. La denominación legal ha sido la tradicionalmente utilizada en su país, desde los primeros debates académicos sobre su legalidad o legitimidad en España. El nombre plantea el problema de la incapacidad de distinguir entre sus servicios y el trabajo prestado directamente a una empresa empleadora mediante un contrato de duración determinada; a ambos se les llama «trabajo temporal», y a los que los prestan «trabajadores temporales». Por eso en la práctica se ha generalizado identificar a estas empresas por las siglas ETT.

La denominación es correcta, y la confusión inevitable. Una de las características del modelo español de ETT es que su objeto social es poner a disposición trabajadores con carácter temporal, de manera estricta y sin alternativas. Todo el empleo que producen, al menos para la puesta a disposición, es temporal, formando parte este carácter de la propia denominación del sujeto; por eso se les llama ETT. En cuanto a la confusión, que hace que la misma expresión denomine al todo y a la parte, al trabajo temporal en sentido amplio (contratos de duración determinada) y en sentido estricto (ETT), puede superarse hablando de «trabajo en misión» y de «trabajadores puestos a disposición», como hace la Ley 14/1994.

Al trabajo temporal se le ha intentado llamar también «trabajo interinario», por mala traducción del francés, en donde se le llama «intérimaire». En el español de uso internacional se le suele llamar «trabajo interino», algo que en España no podría hacerse por coincidir esta denominación con la que aplicamos a otras realidades, un supuesto de contratación temporal o un tipo de funcionario. Fuera de España sí la vamos a encontrar, tanto en países hispanoparlantes concretos como en organizaciones internacionales. En nuestro ámbito la versión en castellano de la Directiva 96/71/CE, sobre desplazamientos temporales de trabajadores en el marco de una prestación de servicios transnacional, incluye en su ámbito de aplicación a la «empresa de trabajo interino» y a la «empresa de suministro de mano de obra». La reciente Directiva 2008/104/CE corrige este error al hablar directa y correctamente de «empresa de trabajo temporal». En otros textos internacionales se le llama «subcontratación de mano de obra», con una denominación que tiene sentido desde un punto de vista económico pero que no se corresponde con las utilizadas por el legislador laboral.

3.  FUENTES DE REGULACIÓN DE LAS EMPRESAS DE TRABAJO TEMPORAL

Las ETT son unos sujetos sometidos a un alto nivel de regulación en todos los ordenamientos laborales -incluso en los más flexibles y desregulados-, y España no es una excepción. Este hecho obedece a dos factores: en primer lugar, las ETT operan en el mercado de trabajo, que es un sector de la actividad económica tradicionalmente muy intervenido por el Estado, por su importancia social y por la relevancia de los intereses afectados; en segundo lugar, la complejidad de su estructura exige una regulación especial, al no bastar la regulación general de los contratos mercantiles y de trabajo, y tener que ordenarse una pluralidad de aspectos. A lo que se suma la tradición española en cuanto a la ordenación de las relaciones laborales, que se practica mediante regulaciones públicas extensas y detalladas.

El legislador español está condicionado en su actividad por un marco internacional que le impone mandatos bastante precisos. Por un lado, tenemos el Convenio núm. 181 de la OIT, de 1997, de aplicación general a los operadores privados en el mercado de trabajo, que incluye en su ámbito de aplicación a las ETT. Este convenio utiliza una macrocategoría, la de «agencias de empleo privadas», que incluye distintos tipos de sujetos y de servicios; y se plantea como objetivos los de permitir el funcionamiento de las agencias de empleo privadas y proteger a los trabajadores que utilicen sus servicios. Ratificado por España en 1999, nos obliga a mantener un sistema de autorización administrativa para todas las agencias privadas (obligación ésta no cumplida perfectamente por nuestro país), a garantizar la no discriminación en la prestación de estos servicios, a la protección de datos del demandante de empleo y a la garantía de sus derechos colectivos, entre otras cuestiones. 

La segunda norma que afecta directamente a nuestro legislador es específica sobre estos sujetos, la Directiva 2008/104/CE, de 19 de noviembre de 2008, relativa al trabajo a través de empresas de trabajo temporal. Esta norma, de aprobación todavía reciente, prevé un plazo de implementación que llega hasta el 5 de diciembre de 2011, por lo que se dispone de tiempo para prever y aplicar las eventuales reformas legales. Su aprobación llegó tras un largo y complejo proceso, siendo los primeros proyectos del año 1983; el aprobado finalmente refleja el modelo de Derecho del Trabajo promovido por las instituciones comunitarias para el siglo XXI, basado en las premisas de la flexiguridad. De hecho, toda la directiva se basa en un equilibrio entre las demandas y expectativas de trabajadores y empresas del sector, teniendo como objeto «garantizar la protección de los trabajadores cedidos por empresas de trabajo temporal (...) al tiempo que se tiene en cuenta la necesidad de establecer un marco apropiado de utilización de la cesión de trabajadores por empresas de trabajo temporal para contribuir eficazmente a la creación de empleo y al desarrollo de formas flexibles de trabajo». Este equilibrio se consigue mediante la garantía simultánea de dos principios fundamentales, sobre los que se discutió a lo largo de todo el proceso de elaboración de la norma comunitaria: el principio de igualdad de trato entre los trabajadores en misión y los empleados directamente por la empresa usuaria, recogido en el art. 5 con numerosas excepciones y modalidades de aplicación; y el de eliminación de las prohibiciones o restricciones al uso de las ETT, previsto en el 4. Este último aspecto impone una revisión del Derecho español en la materia, puesto que éste contiene, como se verá, importantes limitaciones a la utilización de estas empresas en enteros sectores y actividades.

No es ésta la única directiva comunitaria de aplicación a las ETT. De hecho, antes de aprobarse finalmente la 2008/104 otras dos directivas las incluían en su campo de aplicación. Una es una norma general, de aplicación a un conjunto muy amplio de situaciones que incluye también a supuestos de trabajo temporal: la Directiva 96/1971, sobre desplazamientos temporales de trabajadores en el marco de una prestación de servicios transnacional, que afecta a los supuestos de trabajo temporal transfronterizo, en los que una ETT pone trabajadores de un Estado miembro a disposición de una usuaria establecida en el territorio de otro Estado. Es una regulación parcial, que se aplica a un supuesto muy concreto de trabajo temporal, estadísticamente poco significativo; y que se ocupa tan sólo de algún aspecto de éste, en concreto la determinación de las condiciones de trabajo aplicables al personal en misión desplazado al territorio de otro Estado miembro.

La segunda norma comunitaria a considerar es una específica sobre las ETT, que se aplica no sólo pero principalmente a éstas; y que es monográfica sobre cuestiones de prevención de riesgos laborales. Se trata de la Directiva 91/383/CEE, de 25 de junio de 1991, por la que se completan las medidas tendentes a promover la mejora de la seguridad y de la salud en el trabajo de los trabajadores con una relación laboral de duración determinada o de empresas de trabajo temporal. Su denominación describe muy bien su contenido y ámbito, puesto que se aplica al trabajo temporal en sentido amplio, tanto el prestado a través de una ETT como el desarrollado directamente para un empleador mediante un contrato de duración determinada.

La existencia de una norma específica sobre prevención de riesgos laborales en el trabajo temporal -en sentido amplio- es consecuencia de la opción de la Comisión Europea de segmentar su propuesta de directiva sobre trabajo atípico en tres textos, cada uno sobre un aspecto particular de éste y cada uno basado en un precepto diferente del Tratado de Roma. En concreto esta directiva pudo aprobarse gracias al entonces art. 118A del Tratado, que permitía aprobar las que versaran sobre salud y seguridad de los trabajadores por mayoría cualificada. 

En la estrategia original eran tres las directivas a aprobarse y sólo una de ellas dejó incompleta y desequilibrada la armonización europea de las ETT, pues faltaban directivas sobre otros aspectos fundamentales de su actividad. Se había aprobado la norma sectorial, pero faltaba la general; esto explica la atención que recibieron las cuestiones preventivas a la hora de regular estas empresas en España, con un tratamiento detallado en la Ley 31/1995, de Prevención de Riesgos Laborales, y una norma reglamentaria monográfica, como veremos.

La ausencia de una directiva general se corrigió para los contratos de duración determinada con la aprobación de la Directiva 1999/70/CE del Consejo, de 28 de junio de 1999, relativa al Acuerdo marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre el trabajo de duración determinada. Para el trabajo a través de una ETT falló la vía negocial, que sí sirvió para otras formas de empleo atípico, y hubo que esperar hasta el año 2008, cuando se aprobó finalmente la directiva general en esta materia; norma que no sólo es tardía sino también muy aligerada en cuanto a sus contenidos por lo complejo y largo de su proceso de elaboración.

A nivel nacional contamos con un conjunto normativo bastante amplio para regular la constitución y funcionamiento de las ETT; un verdadero Derecho especial para estas empresas, de aplicación exclusiva a éstas y que pretende establecer un régimen jurídico suficiente para ordenar su actividad. El texto básico, que contiene la regulación básica y actúa de enclave normativo para otras normas de desarrollo, es la Ley 14/1994. Esta Ley permitió desarrollar lo previsto en el RDL 18/1993, que legalizó las ETT en España en el inicio de la reforma laboral de 1994 pero no contempló su régimen jurídico.

Al ser esta norma objeto de comentario en este libro, no tiene sentido que en este primer comentario se estudie. Baste decir que responde al modelo de ley sobre ETT imperante en toda Europa, recogiendo experiencias anteriores de otros países y dando cumplimiento a lo dispuesto en el Derecho Europeo vigente en el modelo de su aprobación, por entonces exclusivamente la Directiva 91/393/CEE, trata de todos los aspectos fundamentales de esta forma de empleo, incluyendo tanto los orgánicos -cómo se accede a la condición de ETT y a su mercado- como los funcionales -las relaciones jurídicas que se establecen en torno al suministro de mano de obra-. Siendo el primer texto sobre estas empresas en España; y faltando toda experiencia sobre éstas en nuestro país, era lógico que la norma contuviera carencias y errores. Algunos de éstos han sido corregidos por el mismo legislador laboral, que ha sometido a este texto normativo a una serie de reformas bastante considerable, teniendo en cuenta su antigüedad. Es una norma que ha perdido y ganado capítulos enteros de su articulado. Otros fueron controlados y arreglados por los interlocutores sociales, que a través de la negociación colectiva sectorial afrontaron algunos de los errores y carencias más evidentes y graves de la ley de 1994: el sistema de negociación colectiva, que había permitido una práctica de negociación de empresa fraudulenta que abarataba el sector y condenaba las condiciones económicas del personal en misión; el régimen retributivo de los trabajadores puestos a disposición, que no garantizaba la equiparación salarial; o los requisitos para constituirse como ETT, que habían fracasado en su función de ser barreras de entrada al sector. 

Todos estos aspectos fueron regulados de manera convencional, hasta llegar a modificar las pautas comportamiento de este sector en nuestro país, que había llegado a provocar un profundo rechazo social, hacia uno más justo, eficiente y aceptable. En realidad se ha producido un trasvase de medidas entre la negociación colectiva y la ley laboral, de tal manera que muchos de los cambios introducidos en el articulado de la ley tuvieron su origen en los sucesivos convenios colectivos estatales, siendo este fenómeno, la relevancia práctica de la negociación colectiva, una verdadera seña de identidad del sector en España.

La Ley 14 se completa con el Real Decreto 4/1995, de 13 de enero, por el que se desarrolla la Ley 14/1994, de 1 de junio, por la que se regulan las empresas de trabajo temporal. Siendo cierto que desarrolla a la ley de la que trae causa, la denominación de este Real Decreto puede inducir a error, ya que sugiere una norma que complementa la regulación de ésta en todos sus aspectos. Cuando es una norma reglamentaria de contenidos muy concretos, ciñéndose a desarrollar lo previsto en la Ley en cuanto a obligaciones formales y materiales de la ETT, respecto de la administración, trabajadores y representantes de éstos regula con detalle todo lo relativo a autorización administrativa, garantía financiera y registro de las ETT, y especifica los contenidos y la forma de los contratos de trabajo y de puesta a disposición, además de completar las obligaciones de información a la autoridad laboral y a la empresa usuaria. Muchos aspectos centrales de estas empresas siguen regulándose exclusivamente por su ley específica.

En el campo de la prevención de riesgos laborales, junto a lo dispuesto en la Ley 14, contamos con un artículo específico sobre estas ETT y otras formas de empleo atípico en la Ley 31/1995, de 8 de diciembre, de Prevención de Riesgos Laborales. Se trata del art. 28, de aplicación a «relaciones de trabajo temporales, de duración determinada y en empresas de trabajo temporal». Este precepto parte de que el personal en misión deberá «disfrutar del mismo nivel de protección en materia de seguridad y salud que los restantes trabajadores de la empresa en la que prestan sus servicios», para ello establece una serie de mecanismos para adaptar los instrumentos previstos en la legislación preventiva a las particularidades de este tipo de trabajadores. En desarrollo de esta previsión se aprobó, con bastante retraso, una norma reglamentaria monográfica, el Real Decreto 216/1999, de 5 de febrero, sobre disposiciones mínimas de seguridad y salud en el trabajo de los trabajadores en el ámbito de las empresas de trabajo temporal, cuyo objeto es el de «garantizar a estos trabajadores, cualquiera que sea su modalidad de contratación, el mismo nivel de protección que los restantes trabajadores de la empresa en la que prestan sus servicios, así como determinar las actividades y trabajos en los que, en razón de su especial peligrosidad, no podrán celebrarse contratos de puesta a disposición». Esta norma cumple con bastante rigor los mandatos de la directiva europea, aunque con una estructura formal muy diferente. Es de destacar que en su art. 8 se enumeran las actividades excluidas de la puesta a disposición de trabajadores en razón de su especial peligrosidad, desarrollando la previsión del art. 8.b) de la Ley 14/1994, y completando la definición del espacio de las ETT en nuestro mercado de trabajo.

A pesar de la existencia de esta serie de normas, en general tiende a considerarse que el legislador laboral ha seguido una técnica minimalista en la regulación de esta figura en nuestro Derecho del Trabajo. Esto es, que en vez de ocuparse con detalle de todos o de la mayoría de los aspectos de su actividad y de las relaciones laborales que produce, se ha preferido fijarse en una serie de puntos centrales de su ordenación, que son expresamente afrontados dejando el resto a la legislación general que resulte de aplicación en razón de la naturaleza de la relación jurídica de la que se trate. Desde este punto de vista una pieza fundamental en la regulación del trabajo temporal en España lo es la Disposición Adicional Primera de la Ley 14, que afirma que «en todo lo no previsto en la presente Ley se aplicará la legislación laboral y de seguridad social a las relaciones existentes entre la empresa de trabajo temporal y el trabajador, y entre éste y la empresa usuaria, y la legislación civil y mercantil a las relaciones entre la empresa de trabajo temporal y la empresa usuaria». Esta aplicación supletoria se produce en todos los ordenamientos laborales, y es coherente con la conceptuación del trabajo temporal como una forma especial de trabajar y como un servicio empresarial particular. El problema es el grado de ordenación especial expresa que se decida, y los aspectos que se dejan a la ordenación general. En esta decisión el legislador laboral de 1994 cometió algunos errores, dejando sin tratar cuestiones que luego resultaron ser problemáticas por la inadecuada o insuficiente respuesta del Derecho laboral general. Estos errores se convirtieron en auténticos problemas aplicativos de la Ley 14/1994, que fue objeto de varias reformas posteriores que, entre otras cosas, trataron de corregirse. A estas alturas de su vigencia, el Derecho especial de las ETT está ya bastante desarrollado y consolidado, con una construcción jurisprudencial que ha dado respuesta a la mayoría de las incertidumbres afloradas durante su aplicación.

Este conjunto normativo tiene un punto de anclaje con el Derecho del Trabajo común: el art. 43.1 del Estatuto de los Trabajadores. Este precepto, de redacción similar al segundo inciso del art. 1 de la Ley 14/1994, afirma que «la contratación de trabajadores para cederlos temporalmente a otra empresa sólo podrá efectuarse a través de empresas de trabajo temporal debidamente autorizadas en los términos que legalmente se establezcan». Con esta redacción reconoce la figura, indica su papel en el mercado de trabajo y se remite a una legislación especial que regule sus operaciones («en los términos que legalmente se establezcan»). Todas las normas señaladas se apoyan en esta previsión estatutaria.

No vamos a encontrar, sin embargo, un anclaje de las ETT en la regulación general del mercado de trabajo, ni en el art. 16 del Estatuto de los Trabajadores ni en la Ley 56/2003, de Empleo. Dada su naturaleza de operadores del mercado de trabajo, lo coherente hubiera sido referirse a ellas a la hora de ordenar éste. Pero no se hizo así. Sin embargo, hay quien entiende que pueden considerarse incluidas en el art. 21 de esta ley, que se ocupa de los «agentes de la intermediación». En este precepto se considera que la intermediación en el mercado de trabajo se podrá llevar a cabo, entre otros sujetos, por «los servicios públicos de empleo, por sí mismos o a través de las entidades que colaboren con los mismos»; esta referencia a unas entidades colaboradoras de los servicios públicos de empleo ha servido de base para interpretar que esta categoría serviría también para las ETT, cuya actividad en el mercado de trabajo procurando empleo y fuerza de trabajo encuadraría en esta categoría. Este argumento debe ser, sin embargo, rechazado. La Ley de Empleo se refiere en este precepto a la intermediación, un tipo de servicio en el mercado de trabajo diferente a la actividad de trabajo temporal, y prestado por otros sujetos; lo mismo ocurre con el art. 16 del Estatuto de los Trabajadores. Y entre los requisitos para poder constituir una ETT no se exige un convenio de colaboración con los servicios de empleo, como sí se hace con las agencias privadas de colocación y otros sujetos. La realidad es que la Ley de Empleo ignora a las ETT. De hecho, la única referencia que encontramos está en la Disposición Adicional Segunda de la Ley de Empleo, que se limita a afirmar que «las empresas de trabajo temporal ajustarán su actividad a lo establecido en la normativa reguladora de las mismas». Que aparezcan en esta Ley indica su relación con la materia que ésta regula, el empleo y el mercado de trabajo; pero la remisión in totum a su propia legislación indica que se las pretende excluir del régimen de la Ley, que no las contempla. Esto no quiere decir que las ETT no sean operadores del mercado de trabajo, tal como la propia OIT las ha caracterizado; es que la Ley 56/2003 no es tan completa y omnicomprensiva como se la pretende presentar.

Junto a esta regulación estatal tenemos una regulación convencional que juega un papel fundamental en la ordenación de esta actividad. Era previsible que lo jugara, ante las peculiaridades del trabajo temporal como forma de empleo y las carencias de la Ley 14/1994 en su versión original; y en esta misma ley se contenían algunas disposiciones para facilitar la celebración de convenios en el sector. Pero la experiencia española ha ido mucho más lejos, produciéndose una verdadera reordenación convencional del sector sin muchos precedentes en nuestras relaciones laborales.

Ya se ha señalado cómo el conjunto de las ETT constituye una unidad de negociación en sentido técnico, en la que se aplica un convenio colectivo sectorial estatal, aunque éste no se aplica a todos los trabajadores ni a todas las empresas -pues coexiste con un convenio sectorial autonómico y alguno residual de empresa-. Esta unidad se encuentra bien consolidada, estando en estos momentos vigente el V Convenio, que expirará el 31 de diciembre de 2010. Además, todos los trabajadores de ETT están cubiertos por convenio colectivo -salvo los expresamente excluidos por éstos, consejeros y personal de alta dirección-, lo que supone un envidiable índice de cobertura, desde luego. En términos absolutos el convenio estatal se coloca entre los más importantes del país en cuanto al número de trabajadores afectados, que incluye tanto al personal en misión como al estructural. Lo más importante es que tenemos un sector económico que coincide con una unidad de negociación, lo que permite la adopción concertada de medidas que afecten a la totalidad de éste. Y es que la importancia de esta negociación sectorial es sobre todo cualitativa. Como se dijo antes, muchas de las carencias y disfunciones más importantes de la Ley 14/1994 fueron corregidas por los interlocutores del sector en sede negocial, que aportaron ideas que luego fueron recogidas por el legislador laboral. Es por ello que el modelo de ETT actualmente presente en nuestro país es en gran medida el diseñado por los interlocutores sociales, especialmente a partir del II Convenio Colectivo Estatal. Las ETT comenzaron a operar en España como un mecanismo de abaratamiento de costes laborales, algo que fue posible por las carencias de la versión original de la Ley 14 y por la práctica de negociación colectiva de empresa producida apenas entrada ésta en vigor. Surge entonces un trabajo temporal de escasa calidad, precarizado y que contribuyó a los desequilibrios del mercado de trabajo español de los noventa; el trabajo temporal que pasó al imaginario colectivo como una forma de explotación laboral y de trabajo basura.

Fue a través de la negociación colectiva que se corrigió el modelo. El I Convenio Estatal cerró la posibilidad de nuevos convenios empresariales, y el II puso en práctica un proceso de convergencia salarial para el personal en misión que inspiró la equiparación salarial introducida en la ley por su reforma de 1999. El trabajo temporal, siendo atípico y flexible, ha mejorado en todos los indicadores de calidad en el empleo en los últimos años, orientándose hacia un uso más selectivo y justificado. De esta manera, nos encontramos ante un sector con un alto nivel de autogobierno colectivo, a través de la negociación sectorial, que ha generado también una práctica y una cultura de concertación muy consolidadas. Cualquier reforma ulterior de la legislación vigente deberá originarse en el diálogo social sectorial, que deberá coordinarse con las diversas mesas de negociación estatal que incluyen entre sus materias las relativas a la contratación laboral y al mercado de trabajo.

Junto a estos convenios propios de las ETT es imprescindible señalar la importancia que tienen los de las empresas usuarias, que se aplicarán de alguna manera a los trabajadores puestos a disposición y a las propias empresas que los contratan. La equiparación salarial del art. 11 y el derecho de acceso a las instalaciones colectivas del art. 17 determinarán que los trabajadores en misión se beneficiarán de unas condiciones pactadas en el convenio aplicable a la usuaria. Y es normal que éstos contengan previsiones específicas sobre la utilización de los servicios de estas empresas, bien sobre los supuestos de uso, bien sobre el volumen de trabajo a cubrir, bien sobre las condiciones de trabajo del personal puesto a disposición. Incluso subsisten cláusulas convencionales, cuya legalidad discuten las patronales del sector, que prohíben a las empresas usuarias utilizar los servicios de estas empresas en cualquier circunstancia. Estas cláusulas tienen su origen en los primeros años de existencia de las ETT, con ese modelo de baja calidad arriba señalado; las mejoras logradas en los últimos años han llevado a que los interlocutores sociales se replanteen su validez. Como consecuencia de este cambio de actitud dedican el art. 12 del convenio vigente a las «limitaciones y prohibiciones», reiterando lo ya afirmado desde el III Convenio: «Las organizaciones firmantes del Convenio entienden que no existe razón para que se produzca discriminación negativa en la contratación temporal realizada a través de las empresas de trabajo temporal con respecto a la contratación temporal directa. En este sentido, las organizaciones sindicales y patronales firmantes del presente Convenio se comprometen a colaborar en el marco del Diálogo Social para la eliminación de las prohibiciones, limitaciones y/o restricciones normativas que afecten al libre desarrollo de la actividad de las empresas de trabajo temporal y, de forma específica, para la eliminación de las prohibiciones vigentes relativas a la prestación de servicios en actividades consideradas de especial peligrosidad y para contratar con las administraciones públicas. Asimismo, las organizaciones firmantes se comprometen a realizar las gestiones necesarias para evitar que se incluyan en los convenios colectivos de toda índole que se negocien, cláusulas que limiten, obstaculicen, prohíban o excluyan, ya sea directa o indirectamente, la contratación de los servicios de empresas de trabajo temporal por parte de las empresas sometidas a dichos convenios, entendiendo que tales cláusulas deben tenerse por no puestas y declararse su nulidad». 

En cualquier caso, ésta será una cuestión que habrá que volver a estudiar cuando se proceda a implementar la Directiva 2008/104/CE, que como hemos visto recoge en su art. 4 el principio de eliminación de restricciones y prohibiciones al uso de las ETT: «Las restricciones o prohibiciones al recurso a la cesión temporal de trabajadores por empresas de trabajo temporal deberán estar justificadas exclusivamente por razones de interés general relativas, sobre todo, a la protección de los trabajadores cedidos por empresas de trabajo temporal, a las exigencias en materia de salud y seguridad en el trabajo o a la necesidad de garantizar el buen funcionamiento del mercado de trabajo y de evitar posibles abusos (...). A más tardar el 5 de diciembre de 2011, los Estados miembros, tras consultar a los interlocutores sociales, de conformidad con la legislación nacional, los convenios colectivos y las prácticas nacionales, revisarán las restricciones o prohibiciones establecidas al recurso a la cesión temporal de trabajadores a fin de comprobar si siguen estando justificadas por las razones expuestas en el apartado 1 (...). En caso de que dichas restricciones o prohibiciones estén establecidas en convenios colectivos, los interlocutores sociales que hayan negociado el acuerdo correspondiente podrán efectuar la revisión a la que se refiere el apartado 2».

Finalmente, y dado que nos encontramos, entre otras cosas, ante un sector empresarial, debemos señalar la relevancia que tienen los documentos normativos generados por las propias empresas y por sus asociaciones patronales en los que expresan sus compromisos en cuanto al servicio a prestar o a la forma de gestionar la propia organización y plantilla. Algunos de estos documentos pueden considerarse como productos o manifestaciones de la responsabilidad social empresarial; en otros casos, compromisos de calidad para sus clientes; en otros, finalmente, formulaciones de las reglas de funcionamiento interno de la empresa, con potenciales consecuencias en las relaciones laborales que se desarrollan en su seno.

4.  EMPRESA DE TRABAJO TEMPORAL Y ACTIVIDAD DE TRABAJO TEMPORAL

Uno de los elementos definitorios de las ETT en España y en toda Europa es su vinculación legal con una determinada actividad, la puesta a disposición de trabajadores; en nuestro modelo la actividad y el sujeto que la presta se relacionan de manera íntima, de tal manera que no resultan posible la una sin el otro. La empresa lleva la actividad en su nombre; se inscribe en un registro con todas las que la prestan; se autoriza para ésta; se le exigen unos medios suficientes para desarrollarla. La Ley 14/1994 establece expresamente esta vinculación, y en ambas direcciones:


	
- Por un lado, sólo las ETT podrán prestar servicios de trabajo temporal; así lo dice de manera palmaria el art. 43 del Estatuto de los Trabajadores, y el 1 de la Ley 14/1994; es la condición de ETT autorizada la que permite hacer trabajo temporal, y lo que hace que el suministro de trabajadores entre dentro de esta categoría. De lo contrario, sería cesión de trabajadores, e ilegal. 

	
- Por otro lado, las ETT sólo podrán desarrollar servicios de trabajo temporal, estándoles prohibido cualquier otro. Esto es consecuencia de la obligación legal de actividad exclusiva, impuesta de un modo indirecto en el art. 2 de la Ley 14/1994, según el cual, las personas físicas o jurídicas que pretendan constituirse como ETT deberán obtener una autorización administrativa, que sólo se concederá si se acredita, entre otros extremos, que se dedican «exclusivamente a la actividad constitutiva de empresa de trabajo temporal». 



La CNAE ha reconocido este hecho, y ha creado un código de actividad propio para las ETT. Encontramos así en la CNAE 2009 un código 7820 «Actividades de las empresas de trabajo temporal», que se define en los siguientes términos: «Esta clase comprende las actividades de dotación de trabajadores a las empresas de los clientes por períodos de tiempo limitados para sustituir temporalmente o complementar su plantilla, siempre que sean empleados de la empresa de trabajo temporal. Ahora bien, las unidades clasificadas en este apartado no se encargan de la supervisión de sus empleados en los centros de trabajo de los clientes». Esta definición, en clave económica, ha sido elaborada para poder identificar fácilmente a una ETT, distinguiéndola de otras actividades en el mercado de trabajo; por ejemplo de la intermediación, otro servicio empresarial típico en el mercado de trabajo. Así, en esta misma CNAE 2009, y dentro de la categoría 74 «Otras actividades empresariales», aparece la número 745 «Selección y colocación de personal».

Esta vinculación entre sujeto y actividad es extrema en el Derecho español, y ésta fue una de las opciones estratégicas a la hora de introducir esta forma de empleo en nuestro mercado de trabajo. En España hemos seguido la opción más radical en este sentido, que se encuentra también en otras legislaciones nacionales cercanas. Hay otras posibilidades, que encontramos igualmente en otros países, en los que se permite a las ETT desarrollar otros servicios relacionados con el mercado de trabajo, como la selección o la intermediación; o en los que se admiten otras formas de puesta a disposición de trabajadores, por parte de sujetos que no tienen la calificación de ETT. La tendencia en Europa parece ir hacia relativizar esta identidad, rompiendo el enlace casi atómico entre ETT y puesta a disposición de trabajadores. Ello es consecuencia de varios factores, como la tendencia general hacia la flexibilización del Derecho del Trabajo, o la evolución de la regulación de los mercados de trabajo hacia un modelo más liberalizado y plural.

No existen mandatos internacionales que obliguen a esta conexión, puesto que ni la Directiva de 2008 ni el convenio de la OIT de 1997 obligan a las ETT a dedicarse de manera exclusiva a esta actividad. Más bien, la norma internacional del trabajo prevé expresamente la posibilidad de lo contrario, al definir a la agencia de empleo privada como sujeto «que presta uno o más de los servicios siguientes en relación con el mercado de trabajo».

La conexión entre la actividad y el sujeto particular que la presta es en España, se ha dicho, íntima y radical, la más fuerte de todas las posibles. Llega a un nivel ontológico, afectando a la naturaleza de la actividad de puesta a disposición de trabajadores. De acuerdo con el Estatuto de los Trabajadores, ésta sólo podrá hacerse por ETT debidamente autorizadas; de faltar esto, la actividad será considerada como cesión de trabajadores, produciendo todas las consecuencias previstas en su art. 43. De esta manera, una misma realidad, el préstamo de mano de obra, puede ser calificada jurídicamente con uno u otro nombre, trabajo temporal o cesión de trabajadores, en función del sujeto que lo preste; y en consecuencia será legal o ilegal de acuerdo con este dato. Muy clara en este sentido resulta la sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo de 4 de julio de 2006: «Conforme a tales previsiones normativas -en concreto, de acuerdo con el art. 43.1 ET- es indudable que resulta ilegal la cesión de trabajadores llevada a cabo por empresas que no estén debidamente autorizadas como ETT, lo que comportaría responsabilidades administrativas [arts. 18 y 19 LISOS], penales [arts. 312 y 313 CP], la solidaria respecto "de las obligaciones contraídas con los trabajadores y con la Seguridad Social" [art. 43.2 ET] y la adquisición -optativa- de la cualidad de trabajador fijo en cualquiera de las empresas. Tal conclusión no ofrece la menor duda, dada la genérica prohibición del fenómeno interpositorio y su exclusiva admisión cuando se realice por ETT "debidamente autorizadas", tal como expresamente refiere el art. 43.1 ET» (3) .

Esta técnica legislativa supone apoyarse en un dato formal, la autorización administrativa, para distinguir la cesión legal de la ilegal, en vez de hacerlo en elementos materiales o intencionales, como es lo normal en nuestro Derecho. Así se hace todavía, por ejemplo, para distinguir la cesión de trabajadores de la subcontratación de obras o servicios; esta distinción se realiza con una serie de indicios originalmente creados por la jurisprudencia laboral, y hoy recogidos en el texto del art. 43 del Estatuto de los Trabajadores. En el caso de las ETT se ha optado por la autorización administrativa de un modo inteligente y eficiente, al ser operadores del mercado de trabajo debía establecerse en todo caso un sistema de autorización, por lo que se decidió utilizar ésta con unos fines más amplios. La exigencia de autorización permite controlar la manera en que operan estas empresas, que deben adecuarse a un marco normativo muy detallado para poder obtenerla. Es un instrumento para regular el acceso al mercado del trabajo temporal, y también la salida del mismo, al preverse la posibilidad de que se retire como sanción por incumplimientos graves y continuados. Sobre todo, facilita enormemente la identificación de las cesiones ilegales, al menos las más abiertas, ya que basta con controlar la existencia de este documento administrativo; otra cosa es cuando la cesión se pretende camuflar como contrata del art. 42 del Estatuto.

En la técnica del legislador español, es evidente que la condición de ETT autorizada marca una frontera entre la cesión y el trabajo temporal, frontera que es infranqueable. Al menos, es claramente impermeable en un sentido: el préstamo de trabajadores por un sujeto que no sea ETT nunca podrá ser considerado trabajo temporal, sin que se prevea mecanismo alguno de regularización o de excepción. Así lo demuestra el art. 18 del Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, que no prevé entre las infracciones de las ETT la de suministrar trabajadores sin contar con una autorización administrativa. No se prevé porque en estos casos no nos encontramos ni ante una ETT ni ante un supuesto de trabajo temporal, lo que tenemos legalmente es un caso de cesión de trabajadores, y una empleadora responsable de ésta a título de cedente; se le aplicaría el art. 43 ET y el 8 del Real Decreto Legislativo 5/2000, que considera infracción muy grave en materia de relaciones laborales «la cesión de trabajadores en los términos prohibidos por la legislación vigente». En aquellos otros raros casos en los que el Derecho del Trabajo español admite la cesión legal de trabajadores, como en la relación laboral de los estibadores portuarios, no se le considera legalmente como trabajo temporal, ni se le somete al régimen de éste, ni se le llama de esta manera. Muy interesante resulta en este sentido lo afirmado en la sentencia del Juzgado de lo Social núm. 25 de Madrid de 30 marzo de 2001 en cuanto al trabajo temporal como objeto exclusivo de las ETT: «La existencia y, sobre todo, la posibilidad de hacer este tipo de contratos, es mera consecuencia de la previa existencia de una ETT, con todos los acondicionamientos que lleva aparejados no sólo en su creación, sino también en su desarrollo, del cual ineludiblemente forman parte las relaciones laborales que han de mantener con los trabajadores que contratan, al igual que con las empresas a las que ponen los citados a disposición, siendo tan importante la distinción que el propio número 1, del art. 43, del TRET, distingue lo que es una cesión legal, exclusivamente en función de que exista una ETT como partícipe en la misma, pues fuera de todos esos supuestos, ese tipo de actuaciones se consideran ilegales» (4) .

Ahora bien, la ley no dejaba tan claro si era posible pasar la frontera en sentido contrario; esto es, si una ETT debidamente autorizada podría incurrir en algún caso o circunstancia, en cesión de trabajadores. Para muchos autores, la técnica del legislador laboral era tan rígida como para no permitir esta posibilidad: una ETT que incumpliera sus obligaciones legales incurriría en responsabilidades de todo tipo, evidentemente, pero por haber prestado «trabajo temporal irregular» o «ilegal», pero nunca por cesión de trabajadores. Con ello se pretendía ser coherente con la eficacia «ontológica» de la autorización administrativa, de tal manera que obtenida ésta, la aplicación del art. 43 quedaba automática y definitivamente eliminada. No se trataba de un debate académico ni exclusivamente teórico, sino que tenía importantes consecuencias prácticas, la legalidad o ilegalidad de una actividad; y que además daba respuesta a numerosas situaciones producidas en nuestra realidad laboral, como veremos.

Podía pensarse que la autorización marcaba la separación entre dos senderos que se bifurcan, si se permite la licencia, el de la puesta a disposición de trabajadores, regular o irregular pero siempre trabajo temporal; y el de la cesión de trabajadores, que sólo podía ser ilegal. No faltaban argumentos en apoyo de esta interpretación, siendo el primero el tenor literal del art. 43.1 del Estatuto -y 1 de la Ley 14/1994-. Recordemos que éste afirmaba que «la contratación de trabajadores para cederlos temporalmente a otra empresa sólo podrá efectuarse a través de empresas de trabajo temporal debidamente autorizadas en los términos que legalmente se establezcan»; interpretándolo contrario sensu podía deducirse que las ETT sólo hacían trabajo temporal, nunca cesión. Además, el resto del art. 43 ET hablaba de empresas cedentes y cesionarias de personal, no de ETT y empresas usuarias. A lo que se añadía lo dispuesto por el art. 16.3 de la Ley 14/1994, que preveía una responsabilidad solidaria de la empresa usuaria y de la ETT en caso de que el contrato de puesta a disposición se hubiera realizado incumpliendo lo dispuesto en los arts. 6 y 8 de la Ley; responsabilidad solidaria, como en la cesión, pero entre ETT y usuaria, como en el trabajo temporal. También apoyaba esta interpretación la previsión de una sección IV monográfica sobre «Infracciones en materia de empresas de trabajo temporal y empresas usuarias» en el capítulo II del Real Decreto Legislativo 5/2000, que daba a entender que los incumplimientos de éstas no producían la aplicación de las consecuencias de la cesión, previstas en el art. 8 de este mismo Real Decreto Legislativo y en el precepto estatutario citado.

Finalmente, la legislación española prevé expresamente las consecuencias de desarrollar servicios de trabajo temporal sin estar adecuadamente amparados por una autorización administrativa. Se trata del supuesto previsto por el art. 5.3 de la Ley 14/1994, según el cual «si el lugar de ejecución del contrato de trabajo, o de la orden de servicio en su caso, se encontrase situado en un territorio no incluido en el ámbito geográfico de actuación autorizado de la empresa de trabajo temporal, ésta deberá notificar a la autoridad laboral de dicho territorio la prestación de estos servicios, con carácter previo a su inicio, adjuntando una copia del contrato de trabajo y de su autorización administrativa». Pues bien, el art. 18.2.f) del Real Decreto Legislativo 5/2000 prevé una infracción grave consistente en «la puesta a disposición de trabajadores en ámbitos geográficos para los que no se tiene autorización administrativa de actuación, salvo lo previsto en el apartado 3 del art. 5 de la Ley, por la que se regulan las empresas de trabajo temporal». Tenemos trabajo temporal, prestado por una ETT autorizada, pero más allá de lo que permite la autorización; se le califica como infracción laboral grave, pero tipificada como una de trabajo temporal, y no de cesión de trabajadores -que además es muy grave-.

Esta interpretación planteaba el problema de qué hacer frente a los incumplimientos reiterados, sistemáticos y groseros del marco legal. El sistema previsto por la Ley 14/1994 pasa por la retirada de la autorización administrativa, que se produce cuando la ETT ha sido «sancionada con suspensión de actividad en dos o más ocasiones», en cuyo caso se prohíbe que se le conceda nueva autorización. Pero esta solución era poco eficaz, muy dilatada en el tiempo y fácilmente superable con el cambio de personalidad jurídica. Hace falta algo más efectivo. ¿Podrían unos incumplimientos de la suficiente entidad alterar la naturaleza de la actividad de la ETT, y que pasara a ser considerada cesión de trabajadores? ¿Podría superarse en estos casos la rígida frontera entre una y otra figura?

La respuesta se encuentra en el mismo art. 43.1 del Estatuto de los Trabajadores, cuando dice que «la contratación de trabajadores para cederlos temporalmente a otra empresa sólo podrá efectuarse a través de empresas de trabajo temporal debidamente autorizadas en los términos que legalmente se establezcan». Esta previsión puede interpretarse de dos maneras diferentes:


	
- bien que el suministro de trabajadores sólo podrán hacerlo ETT «debidamente autorizadas en los términos que legalmente se establezcan»: esto es, que hayan obtenido la autorización según las exigencias establecidas en la Ley 14/1994 y normativa de desarrollo. Según esta lectura, basta con obtener esta autorización para excluirse del precepto estatutario, y la ETT nunca podría incurrir en cesión; 

	
- bien que sólo se admite el préstamo de mano de obra que cumpla dos requisitos: que lo efectúe una ETT «debidamente autorizada» y que se realice «en los términos que legalmente se establezcan»; con esta segunda interpretación sí caben cesiones de trabajadores cometidas por ETT, en caso de cumplir uno de los requisitos -el de la autorización-, pero no el otro- el de cumplir con los requisitos legales para la puesta a disposición-. 



Esta cuestión se planteó a nivel práctico con un supuesto típico en la realidad del mercado de trabajo español, la utilización sistemática y continuada de trabajadores en misión para cubrir puestos de trabajo permanentes. Se trata de otra manifestación del fraude en la contratación laboral, utilizando los supuestos legales de contratación temporal más allá de lo admitido por el legislador laboral. En estos casos se vulnera lo dispuesto por los arts. 6 y 8 de la Ley 14/1994, que delimitan el uso legítimo de las ETT en nuestro Derecho y se traiciona la propia naturaleza de estas empresas, a las que sólo se puede acudir para cubrir necesidades temporales de las empresas. Demostrado este uso ilegítimo, cabían dos posibles consecuencias: o bien considerar que es trabajo temporal irregular, con la responsabilidad solidaria entre ETT y usuaria, aplicando exclusivamente la Ley 14/1994, o bien que hay cesión de trabajadores, aplicando también el art. 43 del Estatuto.

Muchos Tribunales laborales españoles defendieron la primera opción. De forma muy gráfica, la sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 5 julio de 1999 (5)  afirmó que «el art. 43.2 del Estatuto de los Trabajadores (...) queda exclusivamente para los casos de cesión de trabajadores que se realicen sin presencia de una empresa de trabajo temporal». En el mismo sentido la sentencia de esta misma Sala de 13 de diciembre de 2005 mantenía que «en ningún caso se puede calificar de cesión ilícita la contratación temporal de trabajadores para cubrir una necesidad permanente en la empresa usuaria, pues es el art. 16.3 de la Ley 14/1994 el que contiene los efectos que puedan producirse en el caso de que se vulneren los preceptos que regulan esa actividad intermediadora de las ETT, y que se refieren únicamente a la infracción de los arts. 6 y 8 de la referida norma, razón por la que en estos supuestos no puede entrar en acción el art. 43.2 ET, cuya virtualidad queda reducida a los casos de cesión de trabajadores que se realicen sin presencia de una empresa de trabajo temporal». 

Pero también hubo otros que defendieron la opción contraria, considerando que en estos casos nos encontrábamos ante supuestos de cesión de trabajadores, aun tratándose de empresas de trabajo temporal. Véase por todas la sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana de 5 de abril de 2001 (6) , citando doctrina de fallos anteriores, que afirma que «la limitación de responsabilidad a que se refiere el citado art. 16.3 debe interpretarse como aplicable exclusivamente a aquellos supuestos en que la puesta a disposición responde a una causa cierta y legal, pero no cuando, sin connivencia o con ella, la empresa usuaria utiliza la intermediación, no como medio de obtener un trabajador por necesidades coyunturales, sino como una manera de eludir las consecuencias establecidas en el Estatuto de los Trabajadores, en su art. 43 cuando se regulan las consecuencias de la utilización de esta intermediación de manera distinta a la legalmente establecida. Sólo esta interpretación posibilita el mantenimiento de los derechos laborales plasmados en el Estatuto de los Trabajadores, que no puede entenderse que ceda ante el contenido de una supuesta ley especial (la Ley 14/1994), pues la especialidad de dicha ley se refiere al modo de contratar, sin alteración alguna de las consecuencias de la utilización fraudulenta de las previsiones legales en materia de relaciones laborales». Esta Sala venía ya defendiendo esta construcción en fallos anteriores de 10 de junio de 1999 y 20 de julio de 1999, entre otras.

Muy interesante resulta en este sentido la sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de Málaga de 14 de febrero de 1997 (7) , que defiende expresamente la existencia de un doble requisito para la legalidad del trabajo temporal: «Para que esa cesión revista los caracteres de lícita se imponen, en principio, dos presupuestos básicos o esenciales: a) Que la misma se contraiga, en exclusiva, a determinadas modalidades de contratación temporal. b) Que dicha contratación se lleve a cabo a través de las empresas de trabajo temporal al efecto, establecidas y reguladas». En caso de no presentarse ambos, la consecuencia es la calificación de la conducta como cesión de trabajadores: «Toda cesión que no cumpla esos presupuestos esenciales carece de la precisa licitud y el trabajador cedido ostenta derecho a integrarse, a su elección en el ámbito de la empresa cedente o cesionaria con los derechos y obligaciones que correspondan en condiciones ordinarias a un trabajador que preste servicios en el mismo o equivalente puesto de trabajo, si bien la antigüedad se computará desde el inicio de la cesión ilegal».

La controversia judicial fue resuelta finalmente en unificación de doctrina, por la sentencia del Tribunal Supremo de 4 de julio de 2006, ya citada, que pone fin a lo que se había convertido en un caso paradigmático de dispersión jurisprudencial. En esta sentencia el Tribunal Supremo estudia en detalle el alcance del art. 16.3 de la Ley 14/1994, y su posible compatibilidad con lo dispuesto en el art. 43 ET. Y llega la conclusión de que son compatibles, pudiendo existir ambas a la vez: en sus palabras «aunque sea sostenible que la regla determina específicamente las responsabilidades de la empresa usuaria, que limitaría a las exclusivas obligaciones salariales y de Seguridad Social, de forma que dejaría sin efecto -en tanto que regulación singular- las prevenciones contenidas en el art. 43 ET, hasta el punto de que la presencia de una ETT obstaría -cualquiera que fuesen los defectos del CPD- la existencia de cesión ilegal de trabajadores, lo cierto es que nos parece más acorde a la prohibición radical de la cesión temporal de trabajadores [con la salvedad legal de las ETT: arts. 43.1 ET y 1 LETT] entender que el inciso segundo examinado -declarando la responsabilidad solidaria- no consagra excepción alguna al art. 43 ET, sino que más bien supone excepción al previo inciso primero del mismo precepto, en el que se dispone la regla general de responsabilidad subsidiaria, de forma y manera que con ello la norma no hace sino confirmar la disposición contenida en el art. 43.2 ET, siquiera -por su condicionante inciso primero, al que va referido- con la más limitada expresión de "obligaciones salariales" y no la más amplia de "obligaciones contraídas con los trabajadores" utilizada en el precepto estatutario».

La sentencia se pronuncia también respecto a las dos posibles interpretaciones del art. 43.1 del Estatuto: «Más dudosa se presenta la cuestión -en cambio- cuando el defecto se presenta respecto de la segunda exigencia que impone el art. 43.1 ET para la validez del fenómeno interpositorio, esto es, la de que el CPD se hubiese concertado en "los términos que legalmente se establezcan". El dilema se suscita respecto de si la expresión utilizada por la norma alude a la autorización administrativa, que previamente refiere, o si va dirigida a la regulación legal -léase, requisitos- de la propia cesión a través de ETT. En nuestra opinión debe imponerse la última de las opciones; en primer lugar, por criterios de mera interpretación literal, porque si las ETT han de estar "debidamente autorizadas", su válida constitución como tales necesariamente implica que lo han sido -precisamente- "en los términos que legalmente se establezcan", de forma que el segundo inciso resultaría ser -de interpretarse conforme a la tesis opuesta- inútil reiteración del primero; y en segundo término, por imponerlo también los antecedentes históricos -radicalmente prohibitivos- de la regulación legal en la materia, de forma que la excepcional admisión de la cesión de mano de obra que rige actualmente no puede ser objeto de interpretaciones extensivas opuestas al principio general prohibitivo en nuestro Derecho, histórico y presente».

El Tribunal se preocupa igualmente en este mismo fallo de determinar el alcance de su construcción. Esto es, cuándo debe entenderse que un incumplimiento del marco legal del trabajo temporal puede considerarse un caso de cesión de trabajadores, y cuándo simplemente uno de trabajo temporal irregular: «Lo que nos parece ya meridianamente claro es que la expresión legal examinada ["los términos que legalmente se establezcan"] no comprendería -como integrante de cesión ilegal- determinaciones reglamentarias y elementos accesorios que no alcanzasen la sustancial regulación efectuada por la Ley; esto es, que el art. 43 ET únicamente alcanza a los CPD realizados en supuestos no previstos en la formulación positiva del art. 6 LETT y a los contemplados en la formulación negativa de las exclusiones previstas por el art. 8 LETT, no pareciendo fuera de lugar la afirmación de que en todo caso resultará integrante de cesión ilegal la que lo sea con carácter permanente o para cubrir necesidades permanentes de mano de obra, supuestos en los que el CPD se manifiesta claramente fraudulento e incurso en la previsión del art. 6.4 CC».

Esta doctrina ha sido confirmada por otras posteriores del Tribunal Supremo, como las de 29 de septiembre de 2006, 17 de octubre de 2006 (8)  y 3 de noviembre de 2008 (9) . En esta última se afirma que «la ETT recurrente cedió a la empresa usuaria a través de los correspondientes contratos de puesta a disposición al trabajador demandante, y ello para llevar a cabo actividades normales, ordinarias y permanentes en el seno de la empresa usuaria, con lo que la temporalidad aparente que figuraba en los contratos de trabajo se veía desvirtuada, como acertadamente razona la sentencia recurrida, hasta constituir una verdadera interposición ilícita de mano de obra, incluible en el art. 43.1 ET, con los efectos de solidaridad contemplados en el número 3 del mismo precepto». También ha sido seguida esta doctrina por las Salas de lo Social de los diferentes Tribunales Superiores de Justicia, como por ejemplo en la sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco de 24 de enero de 2007 (10) . Fallo éste interesante en la medida en que esta Sala había mantenido constantemente la tesis contraria, entre otras en sus sentencias de 16 de mayo de 2000 (11) , 5 de septiembre de 2006 (12)  y de 14 de febrero de 2006 (13) . En ésta de 2007 la Sala reconoce expresamente su cambio de criterio, que justifica por la jurisprudencia unificadora del Tribunal Supremo.

Con esta jurisprudencia, consolidada y aplicada de manera general, disponemos de un soporte claro para delimitar el trabajo temporal, que queda en nuestro Derecho de la siguiente manera:


	
- la puesta a disposición de trabajadores por una empresa que no disponga de una autorización para operar como una ETT será considerada cesión de trabajadores a todos los efectos, y en todos los casos -salvo, quizás, en algún supuesto de movilidad de trabajadores en el seno de grupos de empresas-; 

	
- el préstamo de mano de obra por parte de una ETT autorizada cumpliendo con todas las precisiones legales será considerado trabajo temporal regular o lícito; 

	
- el préstamo de mano de obra por parte de una ETT autorizada para satisfacer necesidades permanentes de mano de obra de la empresa usuaria, incumpliendo lo establecido en los arts. 6 y 8 de la Ley 14/1994, será considerado cesión de trabajadores en el sentido del art. 43 del Estatuto de los Trabajadores; 

	
- el préstamo de mano de obra por parte de una ETT autorizada, incumpliendo algunas de las exigencias legales pero dentro de los supuestos de utilización legítima será considerado trabajo temporal irregular, dando lugar en su caso a la imposición de sanciones administrativas de las tipificadas en el Real Decreto Legislativo 5/2000. 
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1.  LA AUTORIZACIÓN ADMINISTRATIVA Y LA CESIÓN LÍCITA DE TRABAJADORES

La cesión de trabajadores, como actividad lícita tras la promulgación de la Ley 14/1994, de 1 de junio, que regula las Empresas de Trabajo Temporal (1) , está condicionada a la obtención de una autorización administrativa. Esta exigencia cumple una finalidad, la de evitar que el tráfico de mano de obra termine por atentar contra derechos fundamentales de los trabajadores. Aunque la actividad en sí puede considerarse sospechosa de propiciar situaciones contrarias a tales derechos, el riesgo claramente se actualiza cuando la empresa elude sus obligaciones laborales y de Seguridad Social. Este es el punto de partida del legislador manifestado en la Exposición de Motivos de la LETT, que identifica el origen de la desprotección del trabajador no tanto en el tipo de actividad como en la actuación clandestina en la que venían actuando las empresas dedicadas a la cesión ilícita de trabajadores hasta 1993 en España. Por ello uno de los objetivos principales de la LETT y del Real Decreto 4/1995 que la desarrolla (2)  va a ser el mantenimiento de un control permanente sobre aquellos elementos de las Empresas de Trabajo Temporal (3)  que garantizan el cumplimiento de las obligaciones como empleador.

Este control permanente se ejerce por parte de la autoridad laboral, que podrá conceder, rechazar o incluso revocar la autorización administrativa que habilita a las ETT para ejercer legítimamente su actividad. En este sentido se puede decir que el instrumento esencial «la piedra angular de todo este control» es la autorización administrativa (FERNÁNDEZ LÓPEZ y RODRÍGUEZ-PIÑERO ROYO, 2004, 285). En efecto, la concesión de una autorización inicial para poner en marcha una ETT exige el cumplimiento de una serie de requisitos, pero una vez obtenida dicha autorización no será de carácter indefinido. Durante tres años deberá prorrogarse anualmente mediante la presentación de una solicitud y la acreditación del cumplimiento de ciertas condiciones. En definitiva, con la obtención de dicha autorización se garantiza el legal funcionamiento de una ETT, pero tal autorización puede no ser prorrogada o incluso, de tratarse de una autorización definitiva no sometida a renovaciones, puede llegar a ser revocada por la autoridad laboral. A todo ello debe añadirse la obligación de informar anualmente a la autoridad laboral sobre determinados requisitos que deben observarse durante toda la vida activa de la ETT, más allá de los primeros tres años de funcionamiento. El sentido de esta regulación se encuentra en la finalidad anteriormente señalada, pues la no renovación o la pérdida de una autorización administrativa se producirá cuando cambien determinados elementos de la ETT. En efecto, con la vigilancia sobre las ETT se pretende garantizar, mediante el cumplimiento de ciertas obligaciones permanentes, el mantenimiento de una estructura organizativa real y suficiente, asegurar el cumplimiento de las obligaciones empresariales y que la empresa tenga una cierta solvencia económica. 

Las ETT han de encontrarse debidamente autorizadas, lo cual implica el cumplimiento de una serie de requisitos recogidos con cierto detalle tanto en la LETT, principalmente en su artículo segundo, como en el RETT. Las personas físicas o jurídicas que pretendan obtener la autorización administrativa deberán aportar la documentación necesaria que acredite el cumplimiento de tales requisitos. A la vista de dicha documentación, el órgano administrativo competente debe decidir si efectivamente se cumplen las exigencias legales y para ello cuenta con dos elementos. Por un lado la propia LETT, tras la modificación realizada por la Ley 29/1999 (4) , aporta criterios objetivos de valoración de los principales requisitos a cumplir por la ETT para obtener la autorización administrativa. Por otro lado la autoridad laboral debe recabar un informe, preceptivo aunque no vinculante, a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y al así hacerlo puede indicar cuáles son los aspectos que deben ser comprobados por parte de la Inspección. Este informe es un instrumento determinante para comprobar la veracidad de lo alegado por los sujetos que solicitan la autorización, al tiempo que facilita la valoración sobre el efectivo cumplimiento de los requisi-

tos que veremos a continuación.

Una vez señalados los motivos que justifican el sometimiento de las ETT a los estrictos controles por parte de la autoridad laboral es fácil comprender las consecuencias legales de poner en funcionamiento una empresa sin tener una autorización concedida. Tanto el art. 1 de la LETT como el art. 43 del Estatuto de los Trabajadores insisten en que la cesión de los trabajadores sólo puede efectuarse a través de empresas debidamente autorizadas. No hacerlo así determinará el carácter ilícito de la cesión o tráfico prohibido de trabajadores y la aplicación de las consecuencias previstas en el art. 43.3 y 4 del Estatuto de los Trabajadores. La calificación de una cesión como ilícita desatará la responsabilidad solidaria entre el empresario cedente y el cesionario en relación a las obligaciones laborales y con la Seguridad Social, e incluso podrán derivarse sanciones y responsabilidades penales. No obstante la realidad es compleja y la frontera entre la cesión legal y la ilegal no siempre se nos presenta de forma nítida. Las relaciones entre empresas y los distintos negocios jurídicos concertados entre ellas dan lugar a situaciones que sin ser calificables jurídicamente, como cesión de trabajadores, se encuentran sin embargo muy próximas a esta figura. Se puede pensar en la movilidad entre empresas de un mismo grupo, en los contratos de servicios entre empresas, o incluso en irregularidades que no sean directamente calificables como cesiones ilícitas. Este último supuesto puede estar conectado con el procedimiento al que deben concurrir las ETT para obtener una autorización administrativa (SEMPERE NAVARRO y SAN MARTÍN MAZZUCCONI, 2004, 36). Como veremos a continuación, hay diferentes tipos de autorizaciones y una ETT transitará por distintas fases temporales obteniendo en cada momento diferentes autorizaciones.

2.  TIPOS DE AUTORIZACIÓN ADMINISTRATIVA

Según el momento en el que se encuentre una ETT, se solicitará una autorización inicial, una prórroga de la autorización inicial, una autorización definitiva, una autorización por reinicio de actividades o bien una modificación de la autorización que se tenga en un momento determinado. La obtención de una autorización estará sometida a un procedimiento que comenzará con la presentación de una solicitud acompañada de la documentación que acredite el cumplimiento de los requisitos exigidos. La solicitud de un tipo u otro de autorización dependerá de diversas circunstancias, como veremos a continuación.

2.1.  Autorización administrativa inicial

A la primera solicitud de autorización por parte de una ETT corresponderá una autorización administrativa inicial, que tendrá un año de validez, contado a partir de la fecha de su notificación y deberá prorrogarse posteriormente hasta dos veces más. La petición de este tipo de autorizaciones tendrá lugar cuando la empresa pretenda realizar esta actividad por primera vez, sea por tratarse de una empresa de nueva creación o de una empresa ya existente que decida un cambio de actividad. En este último caso, la empresa deberá abandonar cualquier otro tipo de negocio y dedicarse exclusivamente a la contratación de trabajadores para cederlos a empresas usuarias. 

La solicitud deberá ser realizada en el modelo oficial previsto al efecto y acompañarse de la documentación que acredite el cumplimiento de los requisitos exigidos para la obtención de una autorización inicial. La documentación deberá comprender los siguientes documentos (5) : identificación del solicitante y poder, suficiente en derecho, si el solicitante actúa en representación de una persona jurídica, y en tal caso también aportará copia auténtica de las escrituras públicas de constitución de la Sociedad y los estatutos de la misma; certificación acreditativa de la inscripción de la razón social en el Registro Mercantil o en el Registro de Cooperativas; certificado de estar al corriente en el cumplimiento de las obligaciones fiscales y de las obligaciones de Seguridad Social, o carecer de ellas; documentación acreditativa de haber constituido la garantía financiera; memoria de la estructura organizativa de la empresa y, para terminar, documentación acreditativa de la apertura de los centros de trabajo y de su inscripción en la Seguridad Social.

2.2.  Prórrogas y autorización administrativa de carácter indefinido

Para continuar la actividad una vez transcurrido el primer año de validez de la autorización inicial, la ETT deberá solicitar una primera prórroga y posteriormente una segunda prórroga, teniendo todas ellas validez de un año de duración. Tras la finalización del tercer año de actividad, la ETT podrá obtener una autorización administrativa de carácter indefinido mediante la correspondiente solicitud, que está sometida a los mismos requisitos exigibles para la solicitud de las anteriores prórrogas de la autorización inicial. Ahora bien, una vez obtenida la autorización de carácter indefinido, la ETT no se desvincula del cumplimiento de las obligaciones de información que debe remitir a la autoridad laboral, tal y como establece el art. 5 LETT (6) . También deberá actualizar anualmente la garantía financiera y mantener una estructura organizativa adecuada. Ambos aspectos suponen una vigilancia permanente de la ETT por parte de la autoridad laboral.

La documentación a aportar en estos casos no va a ser idéntica a la requerida para obtener una autorización inicial. No será necesario aportar de nuevo ciertos documentos que ya obran en poder de la autoridad administrativa y sobre los cuales se entiende que no se han producido cambios. En concreto se trata de las escrituras de constitución de la Sociedad y sus estatutos, la certificación de la inscripción en el Registro Mercantil o de Cooperativas y la documentación acreditativa de la apertura de los centros de trabajo y de su inscripción en la Seguridad Social. Tampoco será preciso aportar una memoria de la estructura organizativa, ya que la acreditación de este requisito -disponer de una estructura organizativa que asegure el cumplimiento de las obligaciones de la ETT como empleador- se documentará de manera diferente, como más adelante se indicará. El resto de los documentos deberán volver a presentarse, en su caso certificando la situación de la ETT a la fecha de la solicitud. Además se deben añadir nuevos documentos relativos siempre al año inmediatamente anterior a la solicitud, consistentes en la certificación relativa al número de días totales de puesta a disposición del conjunto de los trabajadores cedidos y del número de trabajadores de estructura de la ETT con contrato de trabajo indefinido; declaración de los gastos de personal reflejados en la Cuenta de Pérdidas y Ganancias del ejercicio económico inmediatamente anterior; documentación acreditativa de haber actualizado la garantía financiera y, finalmente, documentación acreditativa de los gastos de formación realizados y listados del personal que ha recibido la formación.

2.3.  Autorización administrativa por reinicio de actividades

La solicitud de este tipo de autorización tiene lugar cuando la ETT, habiendo obtenido anteriormente una autorización administrativa (inicial, una prórroga de la misma o una autorización de carácter indefinida), ésta haya sido revocada o se haya extinguido. Se trata de supuestos de «reinicio de actividades» recogidos en la norma y especialmente en el art. 5 RETT. Significa que la ETT ha disfrutado anteriormente de una autorización para ejercer su actividad pero por diversos motivos dicha autorización ha dejado de tener validez. La ETT deberá entonces someterse a un procedimiento de autorización como si se tratase del inicio de actividad, si bien la documentación y los requisitos a cumplir son algo diferentes. Por otro lado, la autorización por reinicio de actividades implica someterse al procedimiento posterior de prórrogas sin posibilidad de obtener la autorización de carácter indefinido hasta transcurridos tres años de esta solicitud por reinicio de actividades.

Los supuestos de reinicio de actividades implican, como se acaba de indicar, que debido a distintas circunstancias se ha producido una pérdida o revocación de la autorización administrativa. El art. 5.1 RETT recoge tres de los supuestos que motivan la necesidad de solicitar una nueva autorización por reinicio de actividades. Así ocurre cuando la ETT haya sido sancionada con suspensión de actividades, cuando esté inactiva durante un año ininterrumpidamente, cuando no se solicite la prórroga correspondiente en el plazo previsto de tres meses de antelación a la expiración de la vigencia de la autorización o bien solicitada dicha prórroga, cuando la misma no se hubiese concedido. Además de los anteriores supuestos, existen otras dos circunstancias que pueden provocar la revocación de la autorización administrativa, y la consiguiente necesidad de someterse al procedimiento de autorización por reinicio de actividades. Se trata, en el primero de los casos, del incumplimiento de la obligación de reponer, en un plazo determinado, la garantía financiera que hubiese sido ejecutada total o parcialmente (art. 7.5 RETT), circunstancia que puede conducir a la suspensión de actividades durante un año. El segundo supuesto viene recogido en el art. 5 LETT en donde se contempla la posible extinción total o parcial de la autorización administrativa para las ETT que no mantengan una estructura organizativa con al menos las mismas características que motivaron la concesión de dicha autorización administrativa (7) .

La empresa de trabajo temporal que deba solicitar una autorización por reinicio de actividades deberá presentar la documentación exigida en los supuestos de autorización inicial, a excepción hecha de aquellos documentos que obren ya en poder de la autoridad laboral competente. Además de ello se han de aportar también dos documentos relativos al último ejercicio económico de la empresa, anterior en su caso al período de suspensión de actividad. Se trata de la declaración de los gastos de personal reflejados en la Cuenta de Pérdidas y Ganancias y de la documentación acreditativa de los gastos de formación realizados que deberán alcanzar como mínimo el 1 por 100 de la masa salarial.

2.4.  Modificación geográfica de la autorización administrativa

Las autorizaciones administrativas de las ETT se conceden siempre para el ámbito geográfico para el cual se ha solicitado y en relación a los centros de trabajo abiertos en dicho territorio (8) . La autoridad laboral competente para otorgar la autorización correspondiente dependerá de la extensión geográfica en la cual pretenda operar la ETT. La solicitud se realiza indicando las provincias en las cuales la ETT va a tener actividad, siendo competente el órgano correspondiente de la Comunidad Autónoma cuando los centros de trabajo de la ETT se ubiquen dentro de su territorio. En caso contrario, esto es, cuando las provincias en las cuales la empresa vaya a tener actividad pertenezcan a distintas Comunidades Autónomas, la autoridad competente para otorgar la autorización será la Dirección General del Trabajo del Ministerio de Trabajo e Inmigración. En todo caso, las autorizaciones están provincializadas, es decir, en ellas se indica con precisión las provincias en las cuales se autoriza la actividad de la ETT. En otras palabras y a modo de ejemplo, una autorización concedida por la Dirección General del Trabajo del Ministerio de Trabajo e Inmigración no habilita a una ETT para operar en cualquier parte del territorio nacional. Sólo podrá hacerlo en aquellas provincias en relación a las cuales haya acreditado la existencia de centros de trabajo que dispongan de una estructura organizativa adecuada y cumplan el resto de los requisitos exigidos por la norma (9) . La única excepción a lo anterior tiene lugar en relación a la actividad transnacional de las ETT. Obtenida una autorización administrativa, con independencia de la provincia a la cual esté referida, la ETT queda automáticamente facultada para ejercer su actividad en el territorio de cualquier Estado miembro de la Unión Europea o de Estados signatarios del Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo (10) .

Ahora bien, obtenida una autorización administrativa, sea temporal o indefinida, las necesidades de la ETT pueden variar en función de su actividad y de sus intereses económicos o estratégicos. Puede decidir abrir nuevos centros de trabajo o bien cerrar algún centro que previamente haya tenido actividad. Cuando ello ocurra, la obligación de la ETT consistirá en un deber de informar a la autoridad laboral que previamente ha concedido la autorización administrativa (art. 5.2 LETT y 16.2 RETT), o bien en la obligación de solicitar una nueva autorización administrativa. El primer caso, simple deber de informar, tiene lugar en dos situaciones: cuando el nuevo centro se ubica en una provincia para la cual ya tenía concedida la autorización administrativa, o bien cuando el cierre de un centro de trabajo no implica dejar la actividad en esa provincia ya que se mantiene algún otro centro de la misma ETT abierto.

Sin embargo cuando el nuevo centro de trabajo se quiera abrir en una provincia no incluida en la autorización en vigor, la ETT deberá solicitar una ampliación de la autorización o una nueva autorización que sustituya a la anterior. Corresponderá una ampliación de autorización cuando la autoridad laboral competente para otorgar dicha ampliación sea la misma que otorgó la autorización que pretende modificarse. Cuando la ampliación del ámbito geográfico deba ser autorizada por una autoridad laboral diferente a aquella que otorgó la autorización administrativa en vigor, será necesario solicitar una nueva autorización administrativa. Los requisitos que deben cumplirse son iguales en ambos casos, pero la documentación que debe aportarse será algo diferente. 

En los supuestos de cierre definitivo de centros de trabajo, la ETT está obligada a comunicar dicho cierre o, en su caso, el cese total de actividad cuando se cierran la totalidad de los centros de trabajo existentes. Cuando dicho cierre implique el abandono de la actividad en una provincia determinada (porque la ETT no posea ningún otro centro de trabajo en ella) pero no en otras, la autoridad laboral competente procederá a dejar sin efecto la autorización para ejercer en dicha provincia. Dictará en este caso una resolución complementaria a la autorización vigente. Si la reducción del ámbito geográfico de actividad de la ETT supone una modificación del órgano competente para otorgar la autorización, será necesario solicitar una nueva autorización a la autoridad laboral competente (SEMPERE NAVARRO y SAN MARTÍN MAZZUCCONI, 2004, 44).

En definitiva, una modificación del territorio donde la ETT actúa puede suponer que la solicitud debe dirigirse a una autoridad laboral diferente a la que otorgó la primera autorización. Todos estos aspectos serán analizados con mayor detalle en el capítulo IV de esta obra, si bien en este momento la información relevante en materia de cambio geográfico de actividad de la ETT es a efectos de delimitar los requisitos y la documentación requerida para solicitar una ampliación de la autorización. Pues bien, la modificación del ámbito geográfico de la autorización será solicitada por empresas que ya tienen una previa autorización, es decir, ya han acreditado el cumplimiento de los requisitos correspondientes a una autorización inicial o a una prórroga de autorización. Como novedad, la ETT deberá acreditar que posee una estructura organizativa «suficiente» en el nuevo territorio al cual desea expandirse, y ello lo hará a través de la memoria de la estructura organizativa, en los términos que más adelante se indicará. Teniendo esto presente, la documentación a presentar junto a la solicitud de ampliación de la autorización administrativa ya obtenida, a la misma autoridad laboral que la concedió, será: identificación del solicitante y poder, suficiente en derecho, si el solicitante actúa en representación de una persona jurídica; certificado de estar al corriente en el cumplimiento de las obligaciones fiscales y de las obligaciones de Seguridad Social, o carecer de ellas; memoria de la estructura organizativa de los nuevos centros de trabajo que desea abrir la empresa y documentación acreditativa de la apertura de tales centros y de su inscripción en la Seguridad Social; documentación acreditativa de haber modificado dicha garantía financiera; certificación relativa al número de días totales de puesta a disposición del conjunto de los trabajadores cedidos y del número de trabajadores de estructura de la ETT con contrato de trabajo indefinido, en ambos casos referido al año inmediatamente anterior a la solicitud.

Cuando el cambio del ámbito geográfico implique también un cambio en la autoridad competente que debe otorgar la autorización administrativa, a la documentación anterior debe añadirse la siguiente: copia auténtica de las escrituras públicas de constitución de la Sociedad y los estatutos de la misma; certificación acreditativa de la inscripción de la razón social en el Registro Mercantil o en el Registro de Cooperativas; copia de la Resolución por la que en su día se le concedió autorización administrativa para actuar como ETT por la autoridad competente; copia de la documentación que acreditó la constitución de la Garantía Financiera que se presentó en su momento para obtener la anterior autorización administrativa y declaración de la masa salarial correspondiente al personal contratado para ser cedido durante el ejercicio económico inmediatamente anterior a la solicitud.

3.  REQUISITOS EXIGIBLES PARA OBTENER UNA AUTORIZACIÓN ADMINISTRATIVA INICIAL

Las condiciones que las empresas deben reunir para obtener una autorización administrativa inicial vienen establecidos en el art. 2.1 LETT y tienen como finalidad garantizar «mediante los adecuados requisitos, limitaciones y controles, el mantenimiento de los derechos laborales y de protección social» (11) . En efecto, el listado de requisitos previstos en el mencionado precepto contempla tres aspectos. En primer lugar se persigue garantizar que la empresa dedicada a la cesión lícita de trabajadores sea real y no simulada, capaz por tanto de asumir las consecuencias de su posición como empleador. Para ello debe demostrar que dispone de una auténtica estructura organizativa con los suficientes medios materiales y humanos y que cumple normalmente con sus obligaciones de carácter fiscal o de Seguridad Social. En segundo lugar, y como complemento de lo anterior, se exige la constitución de una garantía financiera puesta a disposición de la autoridad laboral para cubrir, si fuese necesario en el futuro, deudas pendientes de carácter salarial y para con la Seguridad Social. Finalmente la tercera forma de control se realiza a través de una exigencia de exclusividad en la actividad y mediante un mecanismo sancionador que impide la continuación en la actividad de aquellas empresas que reincidan en la comisión de infracciones muy graves. En efecto, aquellas ETT que hayan sido sancionadas con suspensión de actividad en dos ocasiones no podrán obtener nunca más una autorización administrativa ni operar por tanto como empresas de trabajo temporal. 

La autorización administrativa se solicitará a la autoridad laboral competente (art. 2.2 LETT) mediante la presentación de la correspondiente solicitud en impreso oficial y adjuntando la documentación que acredite el cumplimiento de los requisitos exigidos en cada caso. La autoridad laboral revisará la documentación recibida con la solicitud para constatar el efectivo cumplimiento de tales requisitos. Esta verificación varía en función de lo requerido. En ocasiones se acredita mediante certificaciones emitidas por los organismos competentes que no ofrecen ninguna duda sobre la observancia o no del requisito en cuestión. Pero en otras ocasiones los requisitos exigidos se documentan mediante declaraciones o informes de la ETT, como puede ser la memoria de la estructura organizativa o la declaración firmada de dedicación exclusiva. En estos casos la autoridad laboral puede completar la información y comprobar la veracidad de lo declarado por la ETT a través de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. En efecto, la intervención de la Inspección es preceptiva y la autoridad laboral puede indicarle los extremos que deben ser objeto de comprobación e inclusión en el informe, si bien éste no será vinculante (arts. 2.4 LETT y 6 RETT). La vigilancia sobre la veracidad de la documentación aportada por la ETT al solicitar la autorización se complementan con la tipificación como infracción muy grave de la falsedad documental facilitada a la autoridad laboral. La reincidencia de este comportamiento puede dar lugar incluso a la suspensión de las actividades de la ETT durante un año [arts. 18.3 d) y 41.3 de la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social (12) ]. A continuación veremos el contenido de cada uno de los requisitos antes indicados y su documentación.

3.1.  La estructu:ra organizativa de la empresa de trabajo temporal

La empresa que pretenda operar como ETT debe contar con una estructura organizativa adecuada, que le permita cumplir las obligaciones asumidas como empleador en relación al objeto social. Éste es uno de los requisitos de mayor relevancia para obtener la autorización administrativa, y sin duda la Inspección de Trabajo le prestará una especial atención en su informe. La suficiencia o adecuación de los medios materiales y humanos en que consiste la estructura organizativa tiene conexión con el cumplimiento de las obligaciones que asume la ETT en relación a su objeto social. En consecuencia para valorar el cumplimiento de este requisito se deben precisar cuáles son las obligaciones que la ETT asume como empleador, por un lado y, por otro, cuáles son los elementos y medios con los que necesariamente debe contar la ETT para dar respuesta a tales compromisos. 

Las obligaciones a cubrir serán aquellas derivadas del objeto social, es decir, de la actividad consistente en poner a disposición de una empresa usuaria, con carácter temporal, trabajadores contratados por la ETT. Esto incluye todas las obligaciones que puedan provenir de la contratación de trabajadores que vayan a ser puestos a disposición de una empresa usuaria y las obligaciones como empleador que se deriven de los contratos de puesta a disposición concertados entre las empresas usuarias y las ETT. Deben incluirse también aquellas obligaciones asumidas en relación a los trabajadores de estructura, es decir, a los trabajadores contratados para trabajar en la propia ETT, cuya gestión es imprescindible para que la empresa pueda cumplir su objeto social (desde la selección, formación y contratación de trabajadores que van a ser cedidos hasta la contratación y facturación con la empresa usuaria, por poner algunos ejemplos). En relación al contenido y volumen de estas obligaciones, la norma menciona la «selección de los trabajadores, su formación y las restantes obligaciones laborales» (art. 2.1 LETT), lo cual prácticamente incluye todos los aspectos derivados de la posición empresarial, con las precisiones que más adelante se realizarán (VALDÉS DE LA VEGA, 2001, 18). Dentro de las obligaciones laborales estarán incluidas las deudas salariales, las indemnizaciones económicas por finalización de contrato, las correspondientes a la Seguridad Social y todas aquellas determinadas por la LETT (13)  y, en su caso, por las restantes normas de aplicación.

Para valorar si la estructura organizativa de una ETT es adecuada para cumplir tales obligaciones el legislador introdujo una serie de parámetros de valoración en el art. 2.1 LETT que inciden sobre la noción de estructura organizativa «suficiente». En este precepto se indica que se han de tener en cuenta al menos tres factores: los centros de trabajo, los trabajadores contratados para prestar sus servicios en la ETT y el sistema organizativo utilizado por la empresa. El contenido y la valoración de tales factores cuando se solicita una autorización de inicio de actividad serán distintos a los supuestos en los cuales se solicita una prórroga de la autorización o una autorización definitiva. La diferencia estriba en que en el primer caso la estructura organizativa no está plenamente desarrollada, mientras que en el segundo supuesto la actividad de la ETT, y su correspondiente estructura organizativa, lleva ya un año o más en funcionamiento. La acreditación del cumplimiento de este requisito también varía, pues cuando la autorización solicitada es de inicio de actividades deberá adjuntarse una «memoria de la estructura organizativa de la empresa detallada por centros de trabajo». En la memoria se hará constar los datos específicos de los centros de trabajo que puede incluir, además del lugar de emplazamiento, aspectos tales como las dimensiones del mismo, planos del local, descripción de los medios materiales y técnicos (sillas, mesas, ordenadores, programas informáticos) con los que cuenta, etc. También debe precisarse el número de trabajadores contratados por la empresa, el tipo de contrato, la dedicación acordada y las funciones a realizar.

En el momento de presentar la memoria de la estructura organizativa la empresa carece de autorización para ceder trabajadores a empresas usuarias, sin embargo es requisito imprescindible para obtener la autorización inicial el tener abierto al menos un centro de trabajo en cada provincia para la cual solicite la autorización. También será necesario haber contratado ya a trabajadores de estructura con contrato indefinido o estable, al menos uno por cada centro de trabajo abierto. En este punto será relevante el informe de la Inspección de trabajo y su valoración sobre la suficiencia o no de los trabajadores de estructura contratados y su dedicación en este momento inicial. Como se ha dicho anteriormente, la actividad principal de cesión de trabajadores no podrá comenzarse hasta no estar debidamente autorizada, lo cual puede demorarse unos tres meses. Durante ese período de tiempo la empresa puede realizar las actividades previas a la cesión, tales como ir creando una base de datos e incluso podrá anunciarse como empresa de trabajo temporal en proceso de adquisición de la correspondiente autorización administrativa. Éstas serán por tanto las funciones a desempeñar por los trabajadores de estructura que han debido ser contratados en el momento de presentar la solicitud de autorización.

La acreditación relativa a los centros de trabajo abiertos se realizará adjuntando a la solicitud de autorización la documentación de la apertura de los centros de trabajo, donde figure su dirección postal y la documentación de la inscripción de los mismos en la Seguridad Social. 

La estructura organizativa deberá desarrollarse plenamente una vez obtenida la autorización administrativa inicial y la autoridad laboral valorará el resto de los distintos elementos exigibles en un momento posterior, cuando se solicite la prórroga de la autorización administrativa inicial.

3.2.  Dedicación: exclusiva a la actividad de cesión de trabajadores y denominación de la empresa

Dos de los requisitos requeridos para obtener la autorización administrativa tienen una conexión lógica: dedicarse exclusivamente a la actividad constitutiva de empresa de trabajo temporal [apartado b) del art. 2.1 LETT] e incluir en su denominación los términos «empresa de trabajo temporal» [apartado f) del art. 2.1 LETT]. La exigencia de exclusividad debe ponerse en relación con la necesidad de extremar las cautelas cuando se trata de este tipo de actividad, lo cual motiva en definitiva el permanente control ejercido por la autoridad laboral sobre las ETT. Contratar a trabajadores para ponerlos a disposición de otra empresa se configura como una actividad de carácter exclusivo y también excluyente. Ni la ETT podrá dedicarse a ninguna otra actividad ni otro tipo de empresas podrán lícitamente suministrar trabajadores a terceros. 

Estos aspectos ya fueron controvertidos durante el debate parlamentario que precedió a la aprobación de la LETT. En efecto, en aquellos momentos se discutió la posibilidad de ampliar la actividad de las ETT a servicios conexos, como puede ser la selección de personal o la colaboración con las agencias de colocación sin fines lucrativos. Sin embargo se optó por la exclusividad como vía de atajar cualquier desviación hacia un funcionamiento velado de las ETT como agencias privadas de colocación, previsiblemente con fines lucrativos y por tanto incurriendo en una conducta ilícita. En definitiva, las ETT sólo pueden actuar como «mecanismos de interposición, de descentralización en la gestión de la mano de obra temporal ajena» sin que sea posible ofrecer separadamente la actividad de selección de personal de la de cesión de trabajadores (RODRÍGUEZ-PIÑERO ROYO, 2000, 65).

El requisito de exclusividad debe observarse siempre, no sólo al solicitarse las diferentes autorizaciones sino a lo largo de la vida activa de la empresa. La forma de acreditar su cumplimiento en el momento de solicitar una autorización estriba en una declaración escrita, incluida en el modelo oficial de solicitud. En el impreso el solicitante declara que la entidad a la que representa «va a dedicarse exclusivamente a la actividad de empresa de trabajo temporal». Cuando la empresa es una persona jurídica también debe adjuntarse a la solicitud de autorización una copia de las escrituras públicas de constitución de la Sociedad y sus estatutos. El requisito de exclusividad debe entonces reflejarse en el objeto social, figurando como única actividad la de ceder a empresas usuarias trabajadores por ella contratados. La dedicación en exclusiva a esta actividad pone en cuestión la posible incompatibilidad de capitales o de cargos directivos de una ETT y cualquier otra empresa. Podría plantearse si «los miembros directivos pueden desarrollar otro tipo de tareas económicas o que parte de su capital sea adquirido por otras organizaciones productivas o financieras» (RODRÍGUEZ-PIÑERO ROYO, 2000, 65). Se trata de dos problemas diferentes, obviamente, pero ninguna de las dos situaciones puede dar lugar a una actuación fraudulenta, sea ampliando de forma encubierta la actividad de la ETT, sea derivando los activos a otra empresa vinculada a la ETT.

No obstante una empresa constituida como ETT difícilmente va a poder realizar abiertamente otro tipo de actividad. La razón estriba en su denominación, que necesariamente debe contener los términos «empresa de trabajo temporal» o su abreviatura «ETT». Normalmente el nombre de una empresa no da cuenta de la actividad productiva a la que se dedica, salvo en los casos de las empresas de trabajo temporal. Así, cualquier actuación no integrada en la actividad de cesión y realizada por una ETT sería fácilmente detectable y, en su caso, sancionable. En este sentido, no dedicarse exclusivamente a la actividad constitutiva de la ETT constituye una infracción muy grave [art. 18.3.c) de la LISOS]. El cumplimiento en relación a la denominación de la empresa se deberá acreditar cuando se solicite la autorización inicial. Será necesario adjuntar como documentación una certificación de Registro Mercantil o del Registro de Cooperativas donde conste la inscripción de la razón social, que ha de incluir los términos «Empresa de Trabajo Temporal». 

3.3.  Carecer de obligaciones pendientes de carácter fiscal o de Seguridad Social

Puede pensarse que la exigencia de este requisito incumbiría únicamente a las ETT que soliciten prórrogas de autorizaciones, ya que presupone la realización previa de alguna actividad. Sin embargo es un requisito que debe acreditarse cuando se solicite cualquier tipo de autorización, sea inicial, prórroga de la autorización vigente, autorización por reinicio de actividad o modificación de una autorización. Los documentos a aportar, en el caso de las obligaciones con la Seguridad Social, consistirá en un certificado de la Tesorería General de la Seguridad Social de estar al corriente en las obligaciones, o de carecer de ellas. En relación a las obligaciones de carácter fiscal puede solicitarse igualmente un certificado a la Agencia Estatal de Administración Tributaria (14) , o bien otorgar una autorización a la Administración Pública. Esta autorización tendría como finalidad exclusiva permitir a la autoridad laboral recabar los datos tributarios precisos a efectos del cumplimiento de los requisitos establecidos en la LETT.

Tener cualquiera de estas obligaciones pendientes determinará la denegación de la autorización, hasta que la empresa proceda a realizar los correspondientes pagos y obtenga los certificados acreditativos del cumplimiento de sus obligaciones. Cuando la ETT ya esté en funcionamiento, la solicitud de estos requisitos se hará en relación a la propia empresa de trabajo temporal. Ahora bien, cuando se trate de una autorización inicial, y dado que las certificaciones deben ser aportadas como documentación adjunta a la solicitud, se pueden presentar distintas posibilidades. Si el empresario es una persona física, ha podido tener actividades empresariales previas, o quizá coetáneas, en cuyo caso las certificaciones reflejarán su situación de, en su caso, deuda o impago. Si la empresa se ha constituido como una persona jurídica, puede ser de nueva creación o tratarse de una empresa que cambia de actividad utilizando para ello los medios materiales y humanos de que dispone para funcionar en el futuro como ETT. En este último caso, además de modificar los estatutos en su objeto social y la denominación de la empresa en los términos ya vistos, la exigencia de estar al corriente en las obligaciones tributarias y de Seguridad Social tiene una clara aplicación.

Las deudas que pueden estar pendientes en relación a la Seguridad Social serán las generadas por las obligaciones de afiliar, dar de alta y cotizar por los trabajadores, pero también las derivadas de un incumplimiento de las mismas o de un cumplimiento irregular. En relación a las obligaciones fiscales, se considerarán las relativas a impuestos, tasas y contribuciones a recaudar por la Administración Pública (VALDÉS DE LA VEGA, 2001, 27). En la certificación debe constar que la ETT no tiene deudas de naturaleza tributaria con el Estado, si bien el requisito se entiende cumplido cuando, de existir tales deudas, éstas se encuentren aplazadas, fraccionadas o acordada su suspensión. No se hace alusión a las obligaciones laborales, con lo cual no se condiciona el otorgamiento de la autorización a la comprobación de las deudas existentes al respecto. El único condicionamiento relacionado con las obligaciones salariales no mira a deudas pasadas sino a las futuras, y en relación a los trabajadores de estructura. Como a continuación veremos, ciertas obligaciones salariales se asegurarán mediante la garantía financiera que obligatoriamente debe constituir la ETT.

3.4.  Garantizar de forma especial el cumplimiento de las obligaciones salariales y para con la Seguridad Social

Este requisito busca asegurar un cierto grado de solvencia económica de la empresa de forma que pueda responder de las deudas contraídas respecto a los trabajadores en misión por indemnizaciones, salarios y obligaciones de Seguridad Social derivadas de su actividad como ETT. En la primera solicitud de autorización administrativa el importe mínimo de la garantía es una cantidad fija, igual a veinticinco veces el salario mínimo interprofesional vigente en ese momento, en cómputo anual (15) . En los supuestos de prórrogas posteriores o cuando se haya concedido la autorización de carácter indefinido se deberá actualizar la garantía financiera anualmente en los términos detallados en el capítulo III de esta obra, relativo al régimen jurídico de la garantía financiera. En las solicitudes de autorización administrativa deberá demostrarse el cumplimiento del presente requisito mediante la documentación que acredite el haber constituido la garantía financiera, el haberla modificado o el haberla actualizado [art. 3.1.a) y b) LETT]. 

4.  PRÓRROGAS Y AUTORIZACIÓN ADMINISTRATIVA DE CARÁCTER INDEFINIDO: REQUISITOS Y ACREDITACIÓN

La concesión de las prórrogas anuales de la autorización administrativa, incluida la autorización indefinida, se condiciona al cumplimiento de una serie de requisitos. Son los establecidos en los arts. 2 LETT y 4 RETT, lo que supone un cambio en la acreditación de ciertos requisitos y la incorporación de una nueva exigencia, todo ello en comparación con la solicitud de autorización inicial. 

Algunos de los requisitos ya requeridos al solicitar la autorización inicial seguirán siendo exigibles en los mismos términos al solicitar las prórrogas anuales. Se trata, en primer lugar, de la dedicación exclusiva a la actividad de cesión de trabajadores y la incorporación de los términos «empresa de trabajo temporal» en su denominación. La acreditación de la exclusividad se producirá anualmente mediante declaración incorporada en el modelo oficial de solicitud de autorización. La documentación referente a la denominación de la ETT y, por tanto, al cumplimiento de este requisito, consta ya en poder de la autoridad laboral y no será preciso volver a acreditarlo.

En segundo lugar, la ETT debe encontrarse al corriente de las obligaciones de carácter fiscal o de Seguridad Social y anualmente deben acreditarse estas condiciones en los mismos términos señalados anteriormente para la solicitud de autorización inicial. En tercer lugar, la garantía financiera debe actualizarse anualmente aportando la documentación correspondiente, tratándose además de una obligación permanente y vigente por tanto tras la concesión de la autorización indefinida, tal y como se expone en el capítulo III de esta obra. Finalmente, el resto de los requisitos que deben cumplirse merecen una explicación detallada por su novedad o por ofrecer ciertas características no exigibles al solicitar la autorización inicial. Son los siguientes:

4.1.  Características de la estructura organizativa de la empresa

La empresa de trabajo temporal está obligada a mantener una determinada estructura organizativa, que debe ser adecuada y suficiente para afrontar sus obligaciones como empleador. Esta obligación es de carácter permanente y su incumplimiento puede generar, como ya fue indicado anteriormente, la apertura de un procedimiento de extinción total o parcial de la autorización administrativa (art. 2.5 LETT). 

Al solicitar la primera prórroga de la autorización, la ETT lleva ya un año en funcionamiento y la exigencia de disponer de una estructura organizativa tiene un contenido diferente a los primeros momentos de actividad. Su acreditación ya no va a consistir en adjuntar una memoria de la estructura organizativa, sino en justificar el nivel de empleo de estructura en relación al volumen de actividad de la empresa. Además de ello, hay un conjunto de elementos a valorar por la autoridad laboral atendiendo a los parámetros establecidos al efecto en el art. 2.1 LETT y al informe emitido por la Inspección de Trabajo. Se entiende que el requisito de «estructura organizativa suficiente» atañe a todos los centros de trabajo abiertos, donde deben existir trabajadores con contratos estables, no siendo válida, por ejemplo, la concentración de todos los trabajadores de estructura en un solo centro donde se ubica la organización, los procesos de selección y de formación de los trabajadores que posteriormente serán cedidos «desde» otros centros de la misma ETT. Veamos a continuación los factores que inciden en el concepto de «estructura organizativa» adecuada.

4.1.1.  La dimensión, equipamiento y régimen de titularidad de los centros de trabajo

Los centros de trabajo deben ser adecuados para desarrollar la actividad de la empresa y en consecuencia se valorará su dimensión y equipamiento (mobiliario, el material fungible, medios técnicos o tecnológicos) en relación al volumen de negocio que tenga la ETT. La valoración sobre la dimensión del centro de trabajo y las condiciones que ofrece deberá estar también en relación a la legalidad vigente en materia de prevención de riesgos laborales. 

El régimen de titularidad del centro de trabajo también es un criterio a considerar para valorar la adecuación del mismo al cumplimiento de las obligaciones de la ETT. Por un lado podría pensarse que la titularidad en propiedad implica una mayor solvencia económica de la empresa y, sin dejar de ser esto cierto cuando no pesa sobre la misma ninguna hipoteca inmobiliaria, podría no ser lo más relevante. Dependiendo de distintos factores, puede resultar más conveniente tener los locales en régimen de arrendamiento como opción estratégica de la empresa, en lugar de optar por su compra. Sin embargo el examen del régimen de titularidad del centro si permite obtener información de interés en relación a la persona física o jurídica que ostenta el arrendamiento del local. Un local compartido con otra empresa -aunque sea del mismo grupo empresarial- no será, por ejemplo, calificable como «adecuado», especialmente si no es posible deducir claramente la dimensión y el equipamiento que corresponda a la ETT y si el uso de elementos comunes origina confusión entre ambas empresas. La estructura organizativa no sólo debe ser suficiente, sino también propia de la ETT no siendo aceptable ninguna fórmula jurídica (como por ejemplo un contrato de agencia de representación) que implique la actuación a través de los medios materiales y humanos otra empresa. Salvando lo anterior podría considerarse apropiado como centro de trabajo el alquiler de una oficina en un centro de negocios, donde todos los servicios son normalmente comunes, siempre que las dimensiones del local sean adecuadas y se cumplan el resto de las condiciones referidas a la estructura organizativa.

4.1.2.  El número, dedicación, cualificación profesional y estabilidad en el empleo de los trabajadores de estructura

Uno de los elementos imprescindibles para que la empresa pueda desarrollar su actividad es, al igual que en cualquier otra empresa, la plantilla de trabajadores, en este caso de estructura. Se trata por tanto de aquellos trabajadores que gestionan la actividad de una ETT, es decir, los que prestan servicios para ella y en su centro de trabajo, y que no son por tanto contratados para ser cedidos a las empresas usuarias. El art. 2.1 LETT introduce los parámetros mínimos y necesarios que deben cumplirse en relación al número de trabajadores de estructura que debe tener contratados la ETT. Aunque tales parámetros no fueron de aplicación al solicitar la autorización administrativa inicial, sí lo son posteriormente al solicitar las prórrogas. 

Para valorar la adecuación de la plantilla de trabajadores de la ETT se puede tomar en consideración tanto el aspecto cuantitativo (número de trabajadores, dedicación -a tiempo parcial o a jornada completa-, estabilidad -contratos por tiempo determinado o de carácter indefinido-) como el cualitativo (cualificación de los trabajadores), ya que desde esta perspectiva una plantilla con una organización estable requiere, normalmente, puestos de trabajo con cualificaciones profesionales variadas, desde los de mayor responsabilidad hasta los menos cualificados. El art. 2.1 LETT incide sobre todo en el aspecto cuantitativo, marcando unos niveles mínimos de empleo que necesariamente debe ser estable. 

En efecto, a partir de la solicitud de la primera prórroga de la autorización la ETT debe tener contratados de forma estable un número mínimo de trabajadores para prestar servicios bajo su dirección. La norma cuantifica el número mínimo de trabajadores de estructura con contrato de duración indefinida, y ello dependerá del volumen de actividad de la ETT. Para valorar dicho volumen el art. 2.1 LETT toma en consideración el número de trabajadores contratados por la ETT para ser puestos a disposición de una empresa usuaria. De esta forma, se indica en el mencionado precepto, la ETT deberá contar con un número mínimo de doce trabajadores de estructura «por cada mil trabajadores o fracción contratados en el año inmediatamente anterior» para ser cedidos a empresas usuarias. El cómputo de esos mil trabajadores debe hacerse «teniendo en cuenta el número de días totales de puesta a disposición del conjunto de los trabajadores cedidos, dividido por trescientos sesenta y cinco». 

La redacción del precepto es ciertamente confusa en cuanto a su interpretación se refiere, pero la información que finalmente se busca con la fórmula indicada es el promedio de trabajadores por día que han estado puestos a disposición en empresas usuarias. El período de referencia en el cual han de computarse los trabajadores en misión es el año inmediatamente anterior al momento en que se solita la prórroga de la autorización administrativa. Una vez realizado este cómputo, se debe contrastar con el número de trabajadores de estructura, con contrato estable, de la ETT, sean estos contratos a tiempo completo o parcial. La relación entre ambos ha de ser la indicada anteriormente: si el resultado es una media de mil trabajadores cedidos entonces el empleo estable deberá ser de doce trabajadores. Se podría añadir que para cantidades mayores, es decir, por cada mil trabajadores en misión o fracción añadidos a los primeros mil, la ETT debería tener contratados al menos otros doce trabajadores de estructura. Y lo mismo para cantidades sucesivas mayores. En definitiva, si una ETT hubiese tenido una media al día de dos mil trabajadores en misión, computados en el último año, debería contar como mínimo con veinticuatro trabajadores de estructura. Pero también cuando la media hubiese sido de entre mil y dos mil trabajadores, no importa cuál sea la fracción. 

Ahora bien, aunque la relación es de doce trabajadores de estructura «por cada mil trabajadores o fracción contratados en el año inmediatamente anterior» para ser cedidos a empresas usuarias, para los primeros mil trabajadores se aplica el principio de proporcionalidad. La aplicación del principio de proporcionalidad en este primer escalón tiene como finalidad la supervivencia de las ETT de pequeñas dimensiones y menor actividad. En este caso, por poner un ejemplo, una ETT que como media ceda al día un total de 500 trabajadores en misión deberá tener contratados un mínimo de 6 trabajadores de estructura. No obstante, se debe tener presente que como mínimo cada centro de trabajo abierto debe contar con un trabajador de estructura con contrato indefinido, sea éste a tiempo completo o a tiempo parcial. Así, si en una ETT los trabajadores en misión hubiesen trabajado un total de 1.300 días en el año inmediatamente anterior, correspondería la contratación de un trabajador de estructura (16) . No obstante, si esta ETT opera en dos provincias con un centro de trabajo en cada una, deberá contar, como mínimo, con dos trabajadores de estructura. 

La acreditación de este requisito se realiza mediante una certificación expedida por la Tesorería General de la Seguridad Social relativa a los dos elementos que se deben comparar. Por un lado la Tesorería certificará el número de días totales de puesta a disposición del conjunto de los trabajadores cedidos en el año inmediatamente anterior a la solicitud de autorización. Esta información será extraída en función de las altas y bajas comunicadas por la ETT, y relativas a los trabajadores puestos a disposición en empresas usuarias. Ese número de días deberá ser dividido por trescientos sesenta y cinco para obtener la media diaria. Por otro lado se solicitará a la Tesorería General de la Seguridad Social el número de trabajadores de estructura de la ETT en alta en la Seguridad Social con contrato indefinido en la fecha de la solicitud de prórroga de la autorización. 

4.1.3.  El sistema organizativo y los procesos de selección y formación de los trabajadores en misión

Éste es el tercer factor a valorar cuando se verifique el cumplimiento del requisito relativo a la estructura organizativa. Al destacar los aspectos relativos al sistema de organización y a los procesos de selección y formación, el precepto analizado (art. 2.1 LETT) pretende determinar la capacidad de funcionamiento real de la empresa en relación al objeto social. En este sentido tendrán relevancia los procesos tecnológicos utilizados en la selección de los trabajadores, lo que parece indicar la capacidad de modernización en la forma y medios de trabajar. Ahora bien, cada centro de trabajo debe contar con su propio sistema organizativo, proceso de selección y capacidad formativa para los trabajadores cedidos. No parece que se pueda considerar cumplido este requisito si todo ello se lleva a cabo en unas oficinas centrales, careciendo el resto de los centros de operatividad organizativa. En todo caso no son aspectos que deban acreditarse documentalmente al solicitar las prórrogas de actualización, pero sí constituirán un elemento de valoración en el informe de la Inspección de Trabajo. 

4.2.  La suspensión de actividad como sanción reiterada

La empresa de trabajo temporal que tenga ya concedida una autorización administrativa podría cometer alguna de las infracciones tipificadas en la LISOS en materia de empresas de trabajo temporal (arts. 18 y 19 LISOS). La reincidencia en la comisión de infracciones tipificadas como muy graves puede dar lugar a la suspensión de la actividad de la ETT (art. 41.3 LISOS). La reincidencia debe recaer sobre el mismo hecho, es decir, sobre una de las cinco infracciones calificadas como muy graves en el art. 18.3 LISOS. En tal caso se procedería a abrir un expediente sancionador con propuesta de suspensión de actividades que deberá resolver la autoridad competente. Tras la suspensión de actividades no será posible continuar directamente con la actividad aunque la ETT tuviese ya concedida una autorización de carácter indefinido. Fuese cual fuese el tipo de autorización que le hubiese sido otorgada con anterioridad a la suspensión de actividad, la ETT deberá solicitar nuevamente una autorización administrativa, en este caso por reinicio de actividades. La continuación de la actividad dependerá de la obtención de una nueva autorización, pero una segunda suspensión por reincidencia en la comisión de cualquiera de las infracciones tipificadas como muy graves llevaría directamente a la denegación de nuevas autorizaciones. Se trataría de un cese definitivo de actividades.

Este requisito no requiere en principio aportación de documentación por parte del solicitante, ya que la autoridad laboral recibe información del órgano competente en relación a todas las sanciones impuestas a las empresas de trabajo temporal. 

4.3.  Cumplimiento y acreditación de las obligaciones de formación de la ETT

El art. 12.2 LETT obliga a las ETT a destinar un 1 por 100 de la masa salarial anual a la formación de los trabajadores contratados para ser cedidos a empresas usuarias. El cumplimiento de esta obligación se analiza con mayor precisión en el capítulo XI de este libro, si bien en este momento interesa señalar brevemente los documentos a adjuntar a la solicitud de las prórrogas de la autorización. Para acreditar el cumplimiento de esta obligación se debe aportar una declaración sobre los gastos de personal reflejados en la Cuenta de Pérdidas y Ganancias del ejercicio económico inmediatamente anterior a la solicitud, junto con la documentación acreditativa de los gastos de formación realizados y los listados del personal que ha recibido la formación.
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